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La presente tesis de enfoque cualitativo titulada “Aplicación del Principio de Oportunidad en 
el delito de Minería Ilegal Chimbote 2016-2018”, el cual tiene como objetivo general Analizar 
la aplicación del Principio de Oportunidad en el delito de Minería Ilegal Chimbote 2016-
2018” y como objetivos específicos estudiar la aplicación del principio de oportunidad en la 
Fiscalía Especializada en Materia Ambiental Chimbote 2016 – 2018, analizar el delito de 
minería ilegal en la Fiscalía Especializada en Materia Ambiental Chimbote 2016 – 2018 y 
verificar la existencia de casos en los que se haya aplicado el principio de oportunidad en el 
delito de minería ilegal, así como recabar información mediante encuestas sobre este tema. En 
la cual se empleó instrumentos como la entrevista a los 03 fiscales especializados en materia 
ambiental y la Guía de Análisis Documental referidos a las Carpetas Fiscales comprendidas 
entre los años 2016-2018. 
En el primer capítulo plantea la problemática de la investigación, se establece el objetivo 
general y los objetivos específicos, los antecedentes, la justificación y las teorías conceptuales 
relacionadas con la investigación. En el segundo capítulo se describe parte metodológica, el 
diseño de investigación, la descripción del escenario de estudio, tipo de estudio, características 
de los participantes, asimismo, las técnicas de recolección de datos, los instrumentos de 
investigación, los métodos de análisis de información y el procedimiento de recolección de 
datos. En el tercer capítulo se exponen los resultados obtenidos mediante la aplicación efectiva 
de los instrumentos, el cuarto capítulo se explica mediante la discusión de los resultados de la 
investigación con las teorías relacionadas al tema y los antecedentes. En el cuarto y último 
capítulo se presenta las conclusiones obtenidas de la investigación y las recomendaciones. 







This qualitative approach thesis entitled “Application of the Opportunity Principle in the 
Crime of Illegal Mining Chimbote 2016-2018”, which has as a general objective Analyze the 
application of the Principle of Opportunity in the crime of Illegal Mining Chimbote 2016-2018 
”and as specific objectives to study the application of the principle of opportunity in the 
Specialized Prosecutor's Office in Environmental Matters Chimbote 2016-2018, analyze the 
crime of illegal mining in the Specialized Prosecutor's Office in Environmental Matters 
Chimbote 2016-2018 and verify the existence of cases in which applied the principle of 
opportunity in the crime of illegal mining, as well as gathering information through surveys on 
this subject. In which instruments were used, such as the interview with the 03 prosecutors 
specialized in environmental matters and the Document Analysis Guide referring to the Fiscal 
Folders between the years 2016-2018. 
In the first chapter, the research problem is raised; the general objective and the specific 
objectives, the background, the justification and the conceptual theories related to the research 
are established. The second chapter describes the methodological part, the research design, the 
description of the study scenario, type of study, characteristics of the participants, specific, 
data collection techniques, research instruments, information analysis methods and the data 
collection procedure. In the third chapter the results are presented through the effective 
application of the instruments, the fourth chapter is explained by discussing the results of the 
research with theories related to the subject and the background. In the fourth and final 
chapter, the conclusions obtained from the investigation and the recommendations are 
presented. 
 





Con el propósito de proveer a los jueces y fiscales de mecanismos apropiados para 
la lucha contra la minería ilegal, nace el Decreto Legislativo N° 1102 de fecha 
veintinueve de febrero del año 2012, pues hasta ese entonces las normas que 
regulaban esa forma de criminalidad se mostraron ineficaces. Sin embargo, el 
citado dispositivo legal incorporó el numeral 8 en el Artículo 2° del CPP y con ello 
la posibilidad de aplicar el principio de oportunidad también en el delito de minería 
ilegal; por ende corresponde al Fiscal Especializado en materia ambiental optar por 
su aplicación en la medida que el investigado acepte la aplicación del referido 
mecanismo alternativo de solución del conflicto penal. El delito de minería ilegal 
no solo constituye un ilícito que afecta gravemente el interés público sino que 
además está asociado a otras actividades criminales como el lavado de activos, 
narcotráfico, trata de personas, evasión tributaria, entre otros delitos de 
criminalidad organizada. Al respecto, el ex Fiscal de la Nación Pablo Sánchez 
Velarde ha manifestado acerca del principio de oportunidad que: “Contraviene lo 
dispuesto en el literal b) del apartado 1, que establece los casos de mínima 
lesividad o escaza gravedad de la infracción, fijando como extremo mínimo la pena 
a dos años, negando la posibilidad de la oportunidad cuando la pena es superior a 
dicho extremo. Además, también se deja de lado el elemento subjetivo identificado 
con la ausencia del interés público en la persecución penal, lo que resulta difícil 
aceptar, si se tiene en cuenta que dichos delitos generan gran alarma social o 
legítimo interés de que tales conductas se investiguen y sancionen” (Sánchez, p. 
49). De lo antes descrito se puede apreciar que no hay consenso en la aplicación del 
principio de oportunidad en el delito de minería ilegal, basado en que dicho ilícito 
reviste un contenido lesivo de alto riesgo y es pluriofensivo, pues afecta a más de 
un bien jurídico, por lo que se puede decir que se viene aplicando dicho principio a 
casos que no corresponden, más aun si consideramos los daños irreversibles que 
ocasionan a la salud pública, el suelo, el medio ambiente y a la minería legal en 
nuestro país; máxime si la aplicación del principio de oportunidad está orientado a 
los delitos de bagatela, es decir a aquellos que no afectan gravemente el interés 
público. Parece ser que el criterio del legislador al incorporar el delito de minería 
ilegal dentro de los supuestos de aplicación del Principio de Oportunidad además 
del descongestionamiento de la carga procesal y el resarcimiento económico 
oportuno a la víctima – en este caso a la sociedad - ha sido fomentar la 




que criterios toman en cuenta los fiscales para su aplicación o en qué casos optan 
por no aplicarlo, teniendo en cuenta que el numeral 08 del Art. 2 del CPP contiene 
una norma jurídica facultativa; que no obliga al Ministerio Público a su aplicación. 
Asimismo, hay que tener en cuenta el reporte de conflictos sociales de la 
Defensoría del Pueblo del año 2017, el cual muestra que de las 168 controversias 
sociales del mes de septiembre, el 73% se refieren a conflictos socio-ambientales 
correspondientes al sector minero (caso Conga, Tía María, etc.). 
Al respecto, hay notable importancia del tema en la literatura, ya que en este tema se 
han pronunciado muchos tratadistas a nivel nacional e internacional. En ese sentido, 
Peña, A. (2012) ha manifestado: “el principio de oportunidad debe aplicarse solo a 
delitos de bagatela, aquellos en que el desvalor sea de mínima insignificancia y 
escaso interés social para su persecución”. Sin embargo, Avalos, C. (2014) hace un 
análisis muy interesante al referir que “entendemos que para ejercer dicha 
discrecionalidad el representante del Ministerio Publico tendrá que realizar un 
análisis respecto de la pertinencia de la renuncia a la persecución penal para el caso 
concreto, en lo que tendrá un rol determinante el logro de los fines perseguidos por el 
Decreto Legislativo N° 1102, de tal modo que si la renuncia no contribuyera 
realmente al logro de esos fines no cabra la misma”. El colombiano Perdomo, J. 
(2005) ha dicho que es pertinente la aplicación del principio mencionado, “cuando se 
afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando se dé la reparación 
integral y pueda deducirse que el hecho no volverá a presentarse”. Asimismo, 
Herrera, M. (2014) dice que el delito cometido es de naturaleza grave, la negociación 
en sede penal no resulta apto para las exigencias de la prevención general”. El 
Tribunal Constitucional no es ajeno al tema de la presente investigación, ya que ha 
manifestado que “el ejercicio de una facultad discrecional debe estar acompañada de 
una motivación que muestre puntualmente el nexo coherente entre el medio adoptado 
y el interés general circunscrito al que apunta. Es así que el interés público, como 
concepto indeterminado, se construye sobre la base de la motivación de las 
decisiones, como requisito sine qua non de la potestad discrecional de la 
administración, quedando excluida toda posibilidad de arbitrariedad. La Casación N° 
464-2016 Pasco afirma que para que se configure el delito de minería ilegal no es 
necesario que se produzca un daño efectivo al ambiente o sus componentes, la 
calidad ambiental o la salud ambiental, sino basta con una puesta en peligro de los 
mismos.” En ese sentido, el colombiano Perdomo, J. (2005) ha dicho que es 
pertinente la aplicación del principio mencionado, “cuando se afecten mínimamente 
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bienes colectivos, siempre y cuando se dé la reparación integral y pueda deducirse 
que el hecho no volverá a presentarse”. Siguiendo en posición similar Narro (2017) 
en su investigación titulada: ¿merecida oportunidad? análisis crítico de la regulación 
nacional del principio de oportunidad en relación con el delito de minería ilegal, 
concluye que “respetándose la teología del principio de oportunidad , se debe de 
poder aplicar solamente en supuesto de minería ilegal cuando la imposición de la 
pena sea necesaria para restaurar la vigencia comunicativa y social de la norma 
jurídica que ha sido lesionada por el delito”. Asimismo, Navarro (2018) en su 
investigación titulada el acuerdo reparatorio en el delito de minería ilegal y la 
contravención a la indisponibilidad del bien jurídico medio ambiente en el Perú, 
concluyendo que “la aplicación del acuerdo reparatorio en el delito de minería ilegal 
contraviene la indisponibilidad del bien jurídico medio ambiente; en vista que el 
medio ambiente constituye un derecho colectivo y no disponible; además, el delito de 
minería ilegal produce evidentes perjuicios irreversibles en materia ambiental y 
atenta contra la salud pública”. Finalmente, Choque (2017) quien acertadamente, en 
su investigación titulada Impunidad en la Comisión de los delitos de Minería Ilegal y 
Contaminación Ambiental en el Distrito judicial de Madre de Dios, se condice con la 
presente concluyendo que “el principio de oportunidad no puede aplicarse en delitos 
graves, pluriofensivos y de gran afectación al interés público como los delitos 
analizados. Los supuestos en los que se basa su aplicación son factores excluyentes 
de responsabilidad penal y generan abiertamente impunidad. Debe prohibirse la 
aplicación del principio de oportunidad en los delitos ambientales y el delito de 
minería ilegal”. Villavicencio (2008), indica que en la relación que guarda con los 
delitos de peligro, ya no resulta un problema para admitir la tentativa, esto porque se 
exige la puesta en peligro del bien jurídico; es así que se puede admitir la 
oportunidad para el delito de minería ilegal en su modalidad de peligro contra el 
ambiente y sus componentes cuando sea en grado de tentativa punible, ya que si se 
interrumpe la ejecución de la consumación de la acción, no tendría un resultado 
típico de peligro y la necesidad de sanción sería menos significativa. 
Como teorías relacionadas tenemos; 
El Principio de Oportunidad es una institución jurídica de carácter conciliatorio, 
propio del Derecho Penal que posibilita evitar involucrarse en un proceso judicial 
difícil y largo, afectando económicamente y sentimentalmente a las partes, siempre 
que se haya arribado a un acuerdo referido a la reparación civil y su efectivo pago por 




el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2014), conceptualiza al principio de 
oportunidad como la herramienta de negociación y de solución alternativa al conflicto 
penal previo acuerdo entre el agraviado e imputado sobre la reparación civil, con la 
intervención del representante del ministerio público, posibilitando que una vez 
cancelada total o parcialmente la reparación, el imputado se beneficie con la 
abstención del ejercicio de la acción penal en su contra. La reparación civil no es otra 
cosa que la responsabilidad civil atribuida al actor del delito frente a quien sufre las 
consecuencias económicas del acto delictivo. Según el artículo 147° de La Ley 
General del Ambiente: “La reparación del daño ambiental consiste en el 
restablecimiento de la situación anterior al hecho lesivo al ambiente o sus 
componentes, y de la indemnización económica del mismo. De no ser técnica ni 
materialmente posible el restablecimiento, el juez deberá prever la realización de otras 
tareas de recomposición o mejoramiento del ambiente o de los elementos afectados. 
La indemnización tendrá por destino la realización de acciones que compensen los 
intereses afectados o que contribuyan a cumplir los objetivos constitucionales respecto 
del ambiente y los recursos naturales”. 
Por otro lado, dando una definición más ejemplificativa que conceptual Alfaro (s.f.) 
refiere que el principio de oportunidad busca que las partes implicadas, culminen su 
controversia, con la participación del fiscal que aparece ya no como acusador, sino 
como un conductor neutral que pretende acercar a las partes para arribar a un acuerdo 
en el que satisfaga la reparación civil y abstenerse de iniciar la persecución del delito. 
Al respecto, consideramos como la definición más acertada la de Natarén y Caballero 
(2013), al manifestar que el principio de oportunidad debe ser entendida como la 
potestad de la Fiscalía para ejercitar o no sus atribuciones, sustentando en que podrá 
abstenerse de perseguir penalmente una conducta, considerando que los contextos del 
caso justifiquen inaplicar estrictamente el principio de legalidad. Su fundamento en 
palabras de Hassemer explica que “el Derecho Penal material determina no solo los 
límites de la punibilidad sino que tiene además la misión de reafirmar y asegurar las 
normas fundamentales de una sociedad. El aseguramiento de las normas presupone 
que en el proceso penal se van a aplicar tal y como el derecho material las dispone, es 
decir, según su legalidad jurídico-material”. Como regla general resulta obligatorio, en 
las investigaciones fiscales llegar a la verdad de los hechos, probar en sede judicial su 
comisión e imponer la sanción que manda la norma penal al acusado, pues con esto se 
restablecerá el sentido de la norma como orientación de conductas contrarias a ella; la 




sanción penal, le va a costar al sistema penal en mayor medida consecuencias 
desfavorables que favorables; motivo por el cual se plantea crear excepciones al 
principio de legalidad en procura de lograr resultados eficaces. Así las cosas, según 
Nieva (2017), “un proceso puede verse dominado, bien por el principio de legalidad o 
bien por el principio de oportunidad. El principio de legalidad implica que el titular de 
la acción no tiene más remedio que ejercerla, porque una ley lo obliga a ello en el caso 
concreto. Por el contrario, el principio de oportunidad permitiría un criterio libre al 
titular de dicha acción, considerando si es oportuno someter o no una pretensión a los 
órganos jurisdiccionales”. Al respecto, Lamadrid (2015), refiere que con la aplicación 
del principio de oportunidad se pretende dar una respuesta inmediata por parte del 
Estado ante la comisión de un delito, siempre dependiendo de sus características, de 
forma tal que se optimicen los recursos con los que cuenta la administración judicial. 
Tenemos la opinión de la profesora Herrera Guerrero, quien señala que los delitos 
leves, el acuerdo entre víctima y autor debe satisfacer la finalidad de la pena y no 
perjudicarla, pero si se trata de delitos graves, la existencia de una negociación no 
cumple con las exigencias de la prevención general. 
En cuanto a la naturaleza jurídica, el principio de oportunidad no es más que un acto 
jurídico dentro de un proceso que guarda una expresión jurídica de no persecución de 
delitos –señalados por la ley- en virtud del cual el fiscal se abstiene de ejercitar la 
acción penal cuando estos le traerán un costo innecesario al sistema de justicia penal, 
por lo que es allí donde nace dicha institución basado en un contexto de política 
criminal e institucional estatal que propende el mejor funcionamiento preventivo del 
sistema de control social donde resulte satisfecha la posición de la víctima en el 
proceso. (Avalos, 2014. p. 13) 
Sus principales características son: 
Facultad para la conclusión del proceso por renuncia de la persecución penal: 
El código procesal penal de 2004 les ha otorgado a dos funcionarios la facultad de poner 
fin al proceso basado en la renuncia de la persecución penal siempre teniendo en cuenta la 
etapa a la que ha llegado. Es decir, hasta antes de la formalización de la investigación 
preparatoria, dicha facultad la tiene el Fiscal, quien puede, según sea el caso, renunciar a la 
persecución del delito. Empero, si se ha formalizado la investigación ante el juez, es éste 
quien finalmente puede aprobar o no la conclusión del proceso por renuncia de la 




Cornejo (2006) afirma que el órgano que debe encargarse de la determinación de la 
gravedad de los hechos debe ser atendido por el Juez, ya que no es parte en el proceso sino 
que está sobre ellas. 
Límite temporal para su aplicación: 
La aplicación del principio de oportunidad, tal y como lo establece el numeral 7 del 
artículo 2 del CPP de 2004, es hasta antes de que el Fiscal formule su acusación. Sin 
embargo, es necesario precisar que, el numeral 1 del artículo 350 del mismo código, aclara 
lo antes señalado estableciendo que en el plazo de diez días de trasladada la acusación 
fiscal a las partes, estas podrán instar la aplicación, si fuere el caso, de un criterio de 
oportunidad. En ese sentido, debemos entender que podemos aplicar el principio de 
oportunidad, aun cuando el fiscal haya presentado la acusación al juez, al momento en que 
se nos notifica con dicho requerimiento. (CPP de 2004) 
Taxatividad: 
El fiscal no lo aplicará arbitrariamente sino solo aquellos casos en que se presenten las 
condiciones que la norma establece. (Angulo, 2004) 
Cosa decidida: 
Esta característica implica que la disposición final de abstención, que emite el fiscal, 
adquiere la calidad de “cosa decidida”, por lo que otro fiscal no podrá perseguir el delito 
respecto del que se aplicó el criterio de oportunidad por los mismos hechos. (Angulo, 
2004) 
Economía procesal: 
El principio de oportunidad se fundamenta en que los casos –señalados por la ley- no se 
judicialicen y en su lugar, den una respuesta rápida y efectiva a la víctima por razones de 
utilidad. (Angulo, 2004) 
El principio de oportunidad en el sistema jurídico procesal peruano: 
La fuente original del principio de oportunidad peruano se circunscribe en el proyecto 
alemán del año 1966 y en las propuestas por elaborar el código procesal penal de la 
provincia de córdoba en argentina, recogiéndolo bajo la denominación de Criterios de 
oportunidad. Sin embargo, el CPP de 2004 ha mejorado y puesto en marcha dicho principio 
el cual viene siendo aplicado desde su entrada en vigencia. Posteriormente, a través del 
artículo 3 del D.L. 1102 del año 2012 se modifica su regulación y se incorporan los delitos 
de minería ilegal. En la actualidad el principio de oportunidad es como sigue: 
1. El Ministerio Público, de oficio o a pedido del imputado y con su consentimiento, 




1. Cuando el agente haya sido afectado gravemente por las consecuencias de su delito, 
culposo o doloso, siempre que este último sea reprimido con pena privativa de 
libertad no mayor de cuatro años, y la pena resulte innecesaria. 
2. Cuando se trate de delitos que no afecten gravemente el interés público, salvo 
cuando el extremo mínimo de la pena sea superior a los dos años de pena privativa 
de libertad, o hubieren sido cometidos por un funcionario público en ejercicio de su 
cargo. 
3. Cuando conforme a las circunstancias del hecho y a las condiciones personales del 
denunciado, el Fiscal puede apreciar que concurren los supuestos atenuantes de los 
artículos 14°, 15°, 16°, 18°, 21°, 22°, 25° y 46° del Código Penal, y se advierta que 
no existe ningún interés público gravemente comprometido en su persecución. No 
será posible cuando se trate de un delito conminado con una sanción superior a 
cuatro años de pena privativa de libertad o cometido por un funcionario público en 
el ejercicio de su cargo. 
2. En los supuestos previstos en los incisos b) y c) del numeral anterior, será necesario 
que el agente hubiere reparado los daños y perjuicios ocasionados o exista acuerdo 
con el agraviado en ese sentido. 
(….) 
8. El Fiscal podrá también abstenerse de ejercer la acción penal, luego de la 
verificación correspondiente, en los casos en que el agente comprendido en la 
comisión de los delitos previstos en los artículos 307°-A, 307°-B, 307°-C, 
307°-D y 307°-E del Código Penal, suspenda sus actividades ilícitas de modo 
voluntario, definitivo e indubitable, comunicando este hecho al Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental mediante instrumento de fecha cierta. Si 
la acción penal hubiera sido ya promovida, se aplican, en lo pertinente, las 
mismas reglas establecidas en el presente artículo. 
El principio de oportunidad constituye una vía rápida y eficaz para que, dentro de 
un proceso penal el ofendido con la conducta punible vea satisfecha su 
pretensión y resarcido el daño ocasionado sin mayores dilaciones. Su 
aplicación en tratándose de conductas punibles de escasa relevancia social y en 
las que la pena carece de significación y previa consideración de la 
personalidad del agente, tiene la ventaja de evitar efectos perjudiciales con 
tendencia a la criminalidad a consecuencia de la imposición de una pena que le 





En cuanto a la Minería ilegal, el Perú es un país minero. Con esto, comienza lo que es un 
intento por desarrollar las consecuencias penales producidas a causa de la ejecución de 
una de las actividades económicas principales en todo el mundo y que más contribuye al 
producto bruto interno (PBI) del Perú; no obstante, por sus características, es una 
actividad que genera en gran medida un mayor impacto dañino al ambiente y a la 
sociedad, generando además conflictos sociales en diferentes lugares. (Calderón, 2013). 
El informe de la Agencia Central de Inteligencia (CIA) llamado “Libro Mundial de 
Hechos”, del Estado Norte Americano (EE.UU), de tipo almanaque señala lo siguiente: 
Según el Ministerio de Energía y Minas, la economía tuvo un crecimiento de 5.6% desde 
el año 2009-2013, este último año se encontraba debajo del rango objetivo del Banco 
Central de Reserva, es decir, 1% al 3%. Este desarrollo se derrumbó en los años 2014-
2015, a causa de los bajos precios mundiales de estos minerales. No obstante el arduo 
trabajo del Perú en las actividades mineras, su relación de dependencia con las 
exportaciones de minerales y las importaciones de alimentos causó que su economía sea 
endeble en relación a los precios internacionales. Asimismo, la Defensoría del Pueblo 
refiere que siendo las actividades mineras una fuente principal de crecimiento económico, 
también es una actividad que genera un mayor impacto negativo en el ambiente y su 
entorno. Motivo por el cual ha causado diversos enfrentamientos socio-ambientales 
contra el Estado. Esto se evidencia en el Informe de Conflictos Sociales en enero del año 
2017, elaborado por la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales y la 
Gobernabilidad de la Defensoría del Pueblo, el cual arroja como resultado que de los 
ciento concienticéis conflictos registrados el 75% son de naturaleza socio-ambiental, de 
los que a su vez el 66% incumben a las actividades mineras. 
Según Ávalos Rodríguez (2004), con el nacimiento del Decreto Legislativo N° 1102 se 
buscaba optimizar la relación entre el crimen organizado y la minería ilegal que hasta ese 
momento la importancia jurídica a los delitos ambientales era de forma ineficaz. 
La opinión del jurista Zielinski (2009) hace una referencia a la “función de intermediación 
del resultado”, la cual consiste en el mayor impacto social obtenga el resultado de la 
comisión de un ilícito que consiste en la mayor conmoción social que propicia la 
generación de un resultado mediante la comisión del ilícito, ya que cuanto más es el daño 
causado y menos posibilidad de resarcirlo, más fuerte será la retribución compensatoria y 




En Ancash, se ha registrado el mayor número de conflictos sociales según Reportes 
mensuales de la Defensoría del Pueblo en el 2018, con alrededor de 30 casos en el mes de 
abril, los cuales en su mayoría pertenecen al ámbito socio ambiental (25) y tras de ellos 17 
se categorizan como activos y 8 latentes. Es la región con amplio territorio para minería. 
La opinión del periodista Carlos Rosales Purizaca (2019) la sierra liberteña tiene varios 
asientos mineros, por lo que es necesario revisar si todas las operaciones son legales y si se 
están respetando las normas que protegen el medio ambiente. 
Consecuencias de la minería: 
La minería ilegal no solo afecta al medio ambiente, también perjudica a la economía, a la 
sociedad y a la salud de las personas que la ejecutan. Esto se ve materializado en la 
deforestación de árboles, lagos y pantanos devastados, una flora y fauna destruida. La 
ingesta de pescado provoca que los pobladores se contaminen de mercurio a causa de las 
actividades mineras que se realiza de forma legal o ilegal. (UPN, 2016) 
Daños ambientales: 
Las consecuencias que producen las actividades mineras ejecutadas de manera artesanal y 
en pequeña escala causan daño pero a muy largo plazo, los que a su vez son poco visibles. 
Empero, estas consecuencias son muy nocivas ya que los trabajadores mineros que la 
ejecutan no cuentan con la información obligatoria que deberían para poder reducir y evitar 
el impacto en mayor proporción, de igual forma, no hay iniciativa para generar hábitos 
positivos en sus actividades, debido a que realizan dichos trabajos de excavación para 
subsistir y generar ingresos económicos. Es así que a consecuencia de la minería ilegal 
tenemos impactos ecológicos que causan daños visibles al ambiente y la sociedad en un 
largo plazo. (Ipenza, 2014) 
Sustancias toxicas: La producción de sustancias nocivas y en gran medida altamente 
toxicas son inherentes a las actividades mineras cuando superan los porcentajes permitidos 
en el hombre, como lo es la presencia de Plomo, bromo, y monóxido de carbono. Todas 
estas sustancias altamente toxicas afectan la vida de animales y vegetales, la salud humana, 
y deterioro ambiental del entorno (Ipenza, 2014). 
El mercurio: A pesar que la minería de gran escala ha reemplazado la utilización de 
mercurio por la de cianuro con el propósito de reducir el impacto ambiental, las técnicas 
tradicionales ejercidas por la minería artesanal o a menor escala siguen en la actualidad 
usando grandes cantidades de mercurio que les sirve como separador entre el metal 




Estas prácticas con el mercurio originan graves y nocivos efectos en el ambiente y en la 
salud del hombre que la ejecuta (Ipenza, 2014). 
Deforestación: El Instituto de la Amazonía Peruana y Ministerio del Ambiente refieren que 
las actividades mineras ejercidas ilegalmente, además de sus efectos ya conocidos, genera 
también la depredación de los bosques. En amazonas grandes de miles de hectáreas de 
bosques son talados y derribados ya que el mineral se encuentra en el suelo debajo de estos 
árboles, colocando así en una posición riesgosa al ecosistema, al hábitat de una gran 
biodiversidad de flora y fauna (Ipenza, 2014). 
Daños en la salud de las personas: Las poblaciones cercanas a los ríos y quebradas, las que 
a su vez se benefician de estas para sus actividades cotidianas, se contaminan de forma 
indirecta a causa de la minería. Uno de los casos más conocidos es en Madre de Dios 
donde hace más cincuenta años se lleva a cabo actividades mineras de manera 
indiscriminada, ha provocado que diversas comunidades se vean contaminados, con 
elevados índices de mercurio en sus cuerpos, esto fue corroborado por la Dirección 
Regional de Salud en el año 2013. (El Comercio, 2016). El Gobierno del Perú dispuso 
estado de emergencia a once localidades de Madre de Dios, esto porque según el Informe 
N° 00008-2016-Indeci del 2016 concluye que la contaminación con mercurio existente en 
el aire, agua entre otros componentes ambientales son consecuencia de las inadecuadas 
actividades de minería ilegal e informal al extraer oro aluvial, ocasionando graves 
problemas de salud en las localidades. (El Comercio, 2016). 
Las principales consecuencias en  socio economía, son los delitos asociados a la minería 
ilegal como: Trata de personas. - El IIAP refiere que en los campamentos instalados donde 
se lleva a cabo la ejecución de la minería ilegal se contrata menores de edad, quienes 
finalmente ejecuten dicha actividad poniéndolos en grave riesgo con el objetivo de tener 
una mano de obra más barata. Además de lo señalado anteriormente se ha evidenciado la 
apertura de muchísimas cantinas y bares, lugar en que llegan mujeres desde otras regiones 
con el objetivo de obligarlas a ejercer la prostitución. En ese sentido, Prado (2016) refiere 
que, producto de estas actividades, las estadísticas judiciales muestran cifras altas en 
cuanto al registro de sobre la trata de personas. Sin embargo, la particularidad que aprecia 
con mucha claridad es que el lugar de donde provienen estos casos es a consecuencia de la 
ejecución de actividades mineras. Evasión de tributos.- Los medios informaron que la 
evasión de tributos subió a veinticinco mil millones de nuevos soles, delimitando que el 
80% de dicha cantidad provenía de las actividades mineras ejercidas ilegal e 




actividad de manera indiscriminada se genera un promedio de 16 000 kilos de oro 
valorizado en 1600 millones de soles, de los cuales si pagaran impuestos el gobierno 
regional de esa zona recibiría un promedio de 50 millones de soles anuales en razón del 
canon minero, empero en la realidad solo recibe la suma de 42000 soles. (García, 2015). 
Lavado de activos y narcotráfico.- El lavado de activos obtenido por la extracción ilegal 
del oro y demás minerales se genera a través de diversos modos: uno de ellos, es mediante 
las concesiones mineras en zonas donde están permitidas las extracciones de minerales, en 
el que los dueños alegan estar formalizándose ante la autoridad competente; la otra 
modalidad es mediante el uso de pequeñas empresas de oro que están ubicadas en las vías 
de Carretera Interoceánica y, las a su vez dependen de otras más grandes y cruciales, 
finalmente la modalidad trasladado por contrabando de los minerales hacia Brasil y 
Bolivia, lugar donde se llevan al exterior para ser vendidas a las refinerías de Europa, Asia 
y Estados Unidos; es así como resultado el oro obtenido de forma ilegal logra entrar al 
circuito mundial legal. (SPDA, 2014). Por ello, refiere Páez (2017) que el Estado Norte 
Americano tiene al Perú en su Black Listo de los ochenta y cinco naciones que blanquean 
cantidades de dinero obtenidas por el narcotráfico y otras actividades relacionadas como la 
minería ilegal, el fraude de mercancías y la deforestación ilegal. El reporte de Estados 
Unidos, entre marzo del año 2016 y enero del año 2017 se blanqueó un promedio de 2 mil 
901 millones de dólares solo en el Perú, similar con el archivo de la Unidad de Inteligencia 
Financiera del Perú, en el que casi la mitad del dinero ilícitos, el 42% correspondía a las 
actividades provenientes del narcotráfico, el 34% a las actividades mineras ilegales de oro 
y 7% a los actos de corrupción hacia el gobierno. 
Por otro lado, la diferencia entre minería ilegal e informal, según el Decreto Legislativo N° 
1105 de fecha 19 de abril del año 2012, refiere es una actividad minera que se lleva a cabo 
mediante el uso de maquinarias que no se condice a la naturaleza de la actividad o sin el 
cumplimiento de las normas, vale decir, administrativas, técnicas, sociales y 
medioambientales; o llevar a cabo dichas actividades en zonas no permitidas. Por otro 
lado, el mismo decreto establece que la minería informal se ejecuta con los mismos 
presupuestos de la minería ilegal pero con la particularidad de que esta se lleva a cabo en 
zonas permitidas siempre que las personas y/o empresas mineras estén formalizándose. 
(Calderón, 2013) 
El delito de minería ilegal en la Legislación Peruana se puede aprecia de la siguiente 
manera: Las actividades mineras son reguladas mediante acciones preventivas por parte del 
Estado, como son los Instrumentos de Gestión Ambiental que sirven como mecanismos 




proponiendo a su vez medidas preventivas, de control y fiscalización (SPDA, 2019). Por 
otro lado, está la minería ilegal la que se entiende como aquella actividad, de acuerdo al 
D.L. N°1100, se lleva a cabo sin tener la autorización de la autoridad. Esta forma de 
minería se ha venido desarrollando principalmente en las regiones de Madre de Dios, 
Puno, Apurímac, Piura, Arequipa e Ica. En Madre de Dios se ha visto casos de mayor 
gravedad asumida por el Gobierno porque hay un conjunto de personas que ejercen presión 
muy fuerte conformada por las 40000 pobladores que depende directa o indirectamente de 
esta actividad (Meléndez, 2013). Así las cosas, la regulación de esta conducta llamada 
minería ilegal fue introducida en el Código Penal a través de la entrada en vigencia del 
D.L. N° 1102. Este tipo penal implica una conducta básica, agravada, y una conducta que 
criminaliza el financiamiento de actuaciones minerales ilegales, una conducta que 
criminaliza la obstaculización de los trabajos de control administrativo, una conducta que 
castiga el tráfico ilícito de materiales que puede beneficiar a la minería ilegal, y 
concluyendo con un castigo de inhabilitación que radica en impedir de ser a largo plazo 
futuros titulares de concesiones mineras. El Poder Ejecutivo comprende que las actividades 
mineras ilegales traen consecuencias para el país. Origina graves daños en el medio 
ambiente y la economía nacional, al llevarse a cabo de forma empírica. Asimismo, 
incentiva el lavado de activos, contrabando y la evasión tributaria, trata de personas, y de 
igual forma, fomenta un entorno delictivo en relación a la corrupción y diferentes 
actividades ilícitas. Demostrando de esta manera, una actividad con efectos graves y 
recriminación social por las diferentes consecuencias de sus efectos. Peña Cabrera Freyre 
(2006) hace una crítica legítima refiriéndose que la minería ilegal es un delito 
pluriofensivo que causa afectación a diversos bienes jurídicos y a la vez tiene conexión con 
delitos contra la libertad personal y la economía del Estado. 
Requisito de procedibilidad.- El requisito fundamental para este delito es el 
pronunciamiento de la autoridad ambiental a través de una Informe Técnico 
Fundamentado, Ley General del Ambiente normado en el art. 149°. Bien jurídico 
protegido.- Según la Casación N° 383-2012 la tipificación del delito de minería ilegal 
“protege el medio ambiente, los elementos biológicos que constituyen el involucro natural 
dentro del cual se desarrolla la vida del hombre”. Entendiéndose por medio ambiente, 
como un conjunto de elementos ya sea químico o biológico ya sea de origen natural o por 
el ser humano, rodeado de seres vivos donde se puede determinar las condiciones de su 
existencia. (Ministerio del Ambiente, 2013). En ese sentido, podemos decir es, el aire que 
podemos respirar, el agua que bebemos, el hecho de contar con alimentos saludables y la 




La Teoría del delito atiende al cumplimiento de un cometido esencialmente practico, 
consistente en la facilitación de la averiguación de la presencia o ausencia del delito en 
cada caso concreto” (Zaffaroni, 1993). En cuanto al concepto del delito, existe consenso en 
doctrina en considerar al delito como una conducta típica, antijurídica y culpable, siendo 
sus niveles de análisis: el tipo, la antijuricidad y la culpabilidad. En ese sentido, el acto 
minero, se define como la acción destinada a obtener un mineral, esto es, a través de la 
exploración, extracción y explotación de todas las clases y tipos de minerales. La 
autorización Administrativa es esencial para iniciar el acto minero y es otorgada por el 
Ministerio de Energía y Minas, Ministerio de Transportes y Comunicaciones, Ministerio de 
Agricultura entre otras entidades, pues sin esta autorización se configuraría el delito de 
minería ilegal, pese a que el agente cuente con una declaración de compromiso. El daño 
potencial o efectivo al medio ambiente que ocasione o pueda ocasionar la actividad minera. 
La tipicidad es el primer paso del proceso de subsunción y a través de ella se dan diversas 
técnicas jurídicas para determinar las conductas prohibitivas: delitos de comisión, omisión, 
dolosos y culposos. (Reátegui, 2019). Tipicidad objetiva.- El hecho objeto de la minería 
ilegal recae en el hecho objetivo de la acción “realizar”, el cual significa según el tipo 
penal, entendida ésta como explorar, extraer, explotar u otros actos semejantes. Con este 
último término el legislador ha dejado abierta la posibilidad de comprender a otras 
conductas que no estén tipificadas. Asimismo, la norma exige la falta de autorización y la 
afectación o puesta en peligro del bien objeto de protección jurídica. (Oré, 2015). Tipicidad 
subjetiva.- Aunado a los requisitos objetivos del tipo penal, se deben probar los 
presupuestos subjetivos, vale decir, si el agente actuó con dolo o culpa. Es decir, el agente 
actúa con pleno conocimiento de que la norma prohíbe dicha actividad, sin embargo cabe 
también la posibilidad de que el agente incurra en el error de tipo vencible respecto a las 
normas penales y/o administrativas, en cuyo caso responderá a título de culpa. (Oré, 2015). 
Sujeto activo.- De la norma se puede aprecia que el sujeto activo para la comisión de este 
delito, hace referencia a cualquier persona natural, dejando de lado la exigencia de contar 
con una cualidad especial o funcional. (Oré, 2015). Sujeto pasivo.- El delito de minería 
ilegal al proteger un bien jurídico supra individual, el sujeto pasivo de dicha conducta será 
la sociedad en su conjunto. A pesar que pueda darse el caso de que se afecte directamente a 
una determinada persona natural. (Oré, 2015). La tercera categoría dogmática del delito es 
la antijuricidad, entendido no solo como un orden de prohibiciones sino también de 
preceptos permisivos. La tarea de examinar la antijuridicidad solo tiene razón si ha 
quedado establecida la tipicidad de la conducta. En este nivel, la acción típica debe ser 




si se trató de un acto justificado o de un acto arbitrario (Reátegui, 2019). La culpabilidad es 
la cuarta categoría del delito. Con ella se trata de la censura social a que se hace merecedor 
el que realizo el tipo penal quebrantando la norma contenida en él, por tener capacidad 
suficiente de adecuarse en cambio a dicha norma respetándola y por conocer además, su 
carácter obligatorio, y finalmente no existir situación extrema que explique y comprenda 
su distanciamiento de la exigencia jurídica (Villa Stein, 1997). Pena.- Según la norma que 
regula esta conducta la pena será no menor de 4 ni mayor de 8 años de pena privativa de la 
libertad y con cien a seiscientos días de multa, en supuesto que se cometa el ilícito a título 
de culpa la pena será no mayor de 3 años o con prestación de servicios comunitarios de 
cuarenta a ochenta jornadas. (C.P. Artículo 307-A). 
Por otro lado, respecto al Iter criminis cabe decir: i. Que el proceso de un delito comprende 
la fase interna; constituida por la ideación, esto es, el proceso mental del sujeto que termina 
con la toma de decisión de cometer el delito (no punible); y, la fase externa; constituida 
por: a) los actos preparatorios (el autor dispone de los medios elegidos con el objeto de 
crear las condiciones para lograr el fin que se propone -conducta generalmente atípica y en 
consecuencia impune-); b) ejecución (el agente empieza a utilizar los medios previstos para 
lograr cometer su plan delictivo -aquí se presenta la tentativa-); c) consumación (se verifica 
la realización completa de todos los elementos del tipo penal); d) agotamiento (el agente 
logra satisfacer fines específicos); y respecto a la tentativa, que esta se presenta cuando el 
agente empieza la fase ejecutiva del delito, sin consumarlo, ya sea por causas voluntarias o 
extrañas a él (Corte Suprema de Justicia Sala Penal Permanente R.N. 2528-2010, Junín. El 
delito de minería ilegal, según el análisis de la norma, es un delito de peligro y de 
resultado. Será de resultado cuando se realizasen actos de extracción, explotación u otros 
actos similares sin contar con la debida autorización otorgada por la autoridad competente; 
y será de peligro por el solo hecho de que no se cuente con la autorización otorgada por la 
autoridad competente, independientemente de haber realizado extracciones o 
explotaciones, etc. de minerales. Por otro lado, se considera como un delito común y 
especial, debido a que lo puede cometer cualquier persona natural, es decir no se exige una 
condición especial del autor; y especial por la modalidad agravada, en el que se exige que 
el autor sea un funcionario o servidor público, lo cual constituye un requisito sine qua non 
para el delito de minería ilegal agravado. En el delito de minería ilegal, se admite formas 
de participación; es de tener en cuenta que los actos de financiamiento, es una forma de 





Las agravantes del delito de Minería Ilegal es la realización de la actividad en zonas 
prohibidas para actividad minera, en áreas naturales protegidas o tierras de comunidades 
nativas; utilizar dragas, artefactos u otros similares; utilizar instrumentos u objetos que 
pongan en peligro la vida, salud y patrimonio de las personas; si se afectan sistemas de 
irrigación o aguas destinadas al consumo humano; el aprovechamiento de la condición de 
funcionario público o servidor público y el empleo de menores o inimputables para la 
comisión de este ilícito. 
Derecho Comparado: Ecuador: La legislación Ecuatoriana regula el delito de la minería 
ilegal en el artículo 260° de su Código Orgánico Integral Penal el cual establece lo 
siguiente: 
La persona que sin autorización de la autoridad competente, extraiga, explote, 
explore, aproveche, transforme, transporte, comercialice o almacene recursos 
mineros, será sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. En 
caso de minería artesanal será sancionada con pena privativa de libertad de uno a 
tres años. Si producto de este ilícito se ocasionan daños al ambiente, será 
sancionada con pena privativa de libertad de siete a diez años. 
En ese supuesto la norma ecuatoriana solo hace referencia a dos tipos de comisión del 
delito, esto es no contar con la autorización emitida por la autoridad competente y el daño 
ocasionado al ambiente al llevar a cabo el acto minero. Una de las diferencias con la 
legislación peruana es que la norma del Ecuador no establece la modalidad culposa y hace 
mención a las actividades de aprovechamiento, transformación, transporte y comercio de 
recursos mineros. De acuerdo al código procesal penal Ecuatoriano sobre el principio de 
oportunidad se puede decir que si es aplicable dicha figura en la legislación Ecuatoriana, el 
mismo que dice lo siguiente: 412°: La o el fiscal podrá abstenerse de iniciar la 
investigación penal o desistir de la ya iniciada, en los siguientes casos: 1°: Cuando se 
trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad de hasta cinco años, con 
excepción de las infracciones que comprometen gravemente el interés público y no 
vulneren a los intereses del Estado (…). 
Colombia: La legislación Colombiana regula el delito de minería ilegal en el artículo 338° 
de su Código Penal, el cual establece lo siguiente: 
El que sin permiso de autoridad competente o con incumplimiento de la 
normatividad existente explote, explore o extraiga yacimiento minero, o explote 
arena, material pétreo o de arrastre de los cauces y orillas de los ríos por medios 
capaces de causar graves daños a los recursos naturales o al medio ambiente, 
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incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses y 
multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a cincuenta mil (50.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Este supuesto regula como ya conocemos, la falta de autorización emitida por la autoridad 
competente, sin embargo, hace mención a los materiales pétreos o causación de daños a las 
orillas de los ríos entre otros daños a los recursos naturales o al medio ambiente. En ese 
sentido, el Código procesal penal Colombiano establece que el principio de oportunidad si 
es aplicable al delito de minería ilegal puesto que procede: (…) Artículo 324°: 8: Cuando 
proceda la suspensión del procedimiento a prueba en el marco de la justicia restaurativa y 
como consecuencia de este se cumpla con las condiciones impuestas. 14: Cuando se 
afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando se dé la reparación integral y 
pueda deducirse que el hecho no volverá a presentarse (…). Esto se adecua al delito de 
minería ilegal por ser el medio ambiente afectado un bien colectivo y el pronóstico sea 
favorable, vale decir el sujeto agente no volverá a cometerlo. 
Has aquí podemos decir que la regulación comparada respecto a la Minería ilegal es muy 
similar en los países de Latinoamérica, todas ellas contemplan la falta de autorización para 
llevar a cabo las actividades mineras, variando solo los supuesto o medios de llevarlo a 
cabo y en las penas impuestas. 
En la exposición de motivos del D.L. 1102 se hace mención a la lucha contra la 
criminalidad organizada en la minería ilegal y sus consecuencias tanto ambientales como 
sociales resaltando en todo momento la peligrosidad que ello significa para el 
medioambiente y la persona. Al respecto, nos resulta contradictorio, puesto que no nos 
referimos a delitos leves o menores, sino a delitos graves que afectan en la mayoría de los 
casos de forma irreversible a diversos bienes jurídicos. En tal sentido, si el Estado buscó 
regular estas conductas altamente peligrosas, cómo es que se introduce la posibilidad de 
que el Fiscal pueda aplicar el principio de oportunidad a un delito tan grave, por ello es 
necesario hacernos la siguiente pregunta: ¿Por qué el principio de oportunidad no debe 
aplicarse en el delito de minería ilegal? 
El presente trabajo de investigación se halló plenamente justificado en la necesidad de 
contar con mecanismos adecuados que cumplan efectivamente sus fines, específicamente 
en contra de aquellos que impiden la sanción punitiva del delito, con lo que se genera una 
vulneración de los derechos de las comunidades y sus integrantes que son directamente 
afectados por la minería ilegal, lo que a su vez conlleva a un sentimiento de injusticia 
ambiental. De igual forma, además de fomentar un criterio razonable en los fiscales para 
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que el uso del principio de oportunidad sea adecuado y no una oportunidad a la 
depredación del que somos víctimas desde hace muchos años, contribuye con el conjunto 
de actores que estamos en contra de la minería ilegal y con ello facilitar el acceso a la 
justicia penal ambiental, teniendo en cuenta la posición de la víctima y del sujeto agente, es 
decir, la indefensión de los afectados frente a las empresas mineras ilegales. Asimismo, nos 
abrirá un panorama de reflexión acerca del mecanismo objeto de investigación y conocer la 
situación actual de los casos que se están investigando. Por otro lado, la relevancia de la 
presente investigación radicó en el D.L. N° 1102 con el que se evidencio un avance en la 
lucha contra la criminalidad ambiental, también podemos decir que se vio afectado al 
posibilitarle una oportunidad siendo un delito de gravedad considerable. Finalmente, como 
futuros operadores del Derecho debemos fomentar un cultura de criterio razonable y 
proporcional al momento de aplicar mecanismos de esta naturaleza en temas delicados 
como lo es el tema de la presente investigación, teniendo en cuenta siempre los Derechos 
Humanos Universales al momento de aplicarlos sobre casos concretos que asumiremos 
durante nuestra vida profesional en cualquier ámbito del Derecho. 
El presente trabajo tiene como objetivo general: Analizar la aplicación del Principio de 
Oportunidad en el delito de Minería Ilegal en la Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental Chimbote 2016 – 2018. 
Teniendo como objetivos específicos los siguientes: 
1. Estudiar la aplicación del principio de oportunidad en la Fiscalía Especializada en
Materia Ambiental Chimbote 2016 – 2018.
2. Analizar el delito de minería ilegal en la Fiscalía Especializada en Materia
Ambiental Chimbote 2016 – 2018.
3. Verificar la existencia de casos en los que se haya aplicado el principio de
oportunidad en el delito de minería ilegal, así como recabar información mediante
encuestas sobre este tema.
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DIMENSIONES INDICADORES ÍTEMS 
PRINCIPIO 
OPORTUNIDAD 
Herramienta negociación y 
solución alternativa al conflicto 
penal previo acuerdo entre el 
agraviado e imputado sobre la 
reparación civil, con la 
intervención del representante 
del ministerio público,  
Éste mecanismo de resolución 
de conflictos tiene ventajas 
tales como no generar 
antecedentes penales ni 
conlleva a una sanción 
punitiva. 
Se utilizara como 
análisis, la triangulación 
de los datos y la 
entrevista como 
instrumento para 




Antes de la 
Formalización 







































Una vez ya 
formalizada 
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Se entiende como aquella 
actividad, de acuerdo al D.L. 
N°1100, se lleva a cabo sin 
tener la autorización de la 
autoridad. (Meléndez, 2013) 
El Poder Ejecutivo comprende 
que las actividades mineras 
ilegales traen consecuencias 
para el país. Origina graves 
daños en el medio ambiente y 
la economía nación, 
demostrando de esta manera, 
una actividad con efectos 
graves y recriminación social 
por las diferentes 
consecuencias de sus efectos. 
Se utilizara como 
análisis, la triangulación 
de los datos y la 
entrevista, así también se 
aplicará la revisión de 
casos en donde se haya 
aplicado principio de 
oportunidad en el delito 
de minería ilegal 
comprendidos entre los 
años 2016 al 2018. 
Derecho Penal 






Casos en los que 




En este acápite presentamos el aspecto metodológico de la investigación. Se
fundamenta el enfoque metodológico que se ha adoptado, las estrategias de indagación
y el diseño de la investigación.
2.1 Tipo y diseño de investigación 
Es tipo no participativa ya que se va a presentar una mayor objetividad con lo 
estudiado, observando su estado natural sin alterar su naturaleza. 
El enfoque cualitativo de una investigación está orientado entender los fenómenos, 
investigándolos a partir de óptica que la integran, en contexto real y en relación con su 
entorno, además, este enfoque persigue una estrategia de investigación inductiva 
(Hernández, 2014, p. 358). 
El diseño será Teoría Fundamentada cuya finalidad es que generar teoría a un nivel 
conceptual de una acción, interacción o área específica; de la cual surgen de los datos 
obtenido en la investigación y no en los estudios previos. Sus explicaciones se 
circunscriben a un ámbito determinado, pero poseen una riqueza interpretativa y 
aportan nuevas visiones al fenómeno. 
2.2 Escenario de estudio 
La presente investigación tuvo como escenario Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental del Distrito Fiscal del Santa. 
Otro escenario de estudio fueron las carpetas fiscales que comprenden de los años 2016 
al 2018 las cuales se aplicó el Principio de Oportunidad en el delito de Minería Ilegal. 
2.3 Participantes 
Se contó con la participación de tres (03) fiscales especializados en Materia Ambiental. 
2.4 Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
Se aplicó la entrevista y como instrumento se contó con un cuestionario de preguntas 
para recolectar los datos a los que nos llevó su ejecución. 
Otra técnica que se utilizó fue el Análisis documental, para la revisión de las Carpetas 
Fiscales comprendidas en aquellas que se haya aplicado el Principio de Oportunidad 





El procedimiento para obtener la información y datos de la investigación se desarrolló 
en primer lugar, sometiendo el instrumento a juicio de experto para su posterior 
validación. Luego de ello, se aplicaron las entrevistas a los participantes, quienes nos 
brindaran los datos necesarios para lograr los objetivos. Finalmente se analizaron los 
datos y se obtuvieron los resultados necesarios para concluir la investigación. 
2.6 Método de análisis de información 
La presente investigación se llevó a cabo mediante el método hermenéutico, por el cual 
se interpretó a través de las entrevistas que se aplicaron a los participantes y el método 
inductivo, el cual va a obtener conclusiones generales a partir de hechos particulares. 
Con este procedimiento examinamos los datos, damos una estructura, narramos las 
vivencias de los entrevistados según su punto de vista, revisamos y analizamos las 
carpetas fiscales que comprenden el tema de investigación, entendemos el contexto en 
el que se desarrollan los datos y obtenemos un resultado argumentado de los mismos. 
2.7 Aspectos éticos 
Confidencialidad 
Para hablar de la confidencialidad nos referimos a que los investigadores con el 
participante tendrán un acuerdo que se manejará y administrará la información 
privada proporcionada, describir las estrategias para mantener la confidencialidad 
de los datos identificables, incluidos los controles sobre el almacenamiento, la 
manipulación y el compartir datos personales. 
Para la realización de la presente tesis, la autora se comprometió a tomar las 
precauciones necesarias para salvaguardar la confidencialidad de la identidad 
de los intervinientes. 
Se tomó en cuenta como fuentes libros, páginas web e investigaciones, 
debidamente citadas. Asimismo, se aplicó el formato de consentimiento 
informado para la recolección de los datos. 
Anonimato 
Según lo define la Real Academia Española, el anonimato consiste en el 
carácter o condición de anónimo o, en otros términos, que no lleva el nombre 
de su autor. Esta definición es fundamental para poder evaluar qué tan relevante 
puede llegar a ser esta condición en el ámbito de los medios de comunicación, 
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entonces, es menester identificar los diferentes derechos que entran en coalición 
cuando de anonimato se habla. 
Dentro de las técnicas de recolección de datos de la presente tesis, se encuentra 
la entrevista, aplicada a los fiscales especializados en materia ambiental, 
manteniéndose en total anonimato la identidad de cada uno de los entrevistados, 
solo recolectándose la información aportada por éstos. 
Originalidad 
Estando a lo dispuesto en el Reglamento de Grados y Títulos de la Universidad 
César Vallejo, la presente tesis fue de autoría y creación de la autora Alexandra 
Margareth Vega Unyén, considerando las normas de cita y referencias 
bibliográficas Apa 2016 de las fuentes consultadas, por lo tanto el presente 





3.1 SOBRE LA ENTREVISTA.- 
3.1.1.-Transcripción 
¿Cuál es el panorama actual de la minería ilegal en el Distrito Fiscal del Santa? 
a) En el pueblo de Chimbote hay en su mayoría pequeña minería y minería artesanal, la gran 
minería se da en un aspecto industrial utilizando maquinarias como volquetes, tractores; en 
cambio la pequeña minería les dan maquinaria pequeña que son fiscalizadas por las entidades 
ambientales autorizadas y la minería artesanal lo realiza cualquier persona natural cuenta con 
instrumentos de gestión ambiental realizando actividades como la palana , instrumentos que 
no puedan generar un daño ambiental; actualmente, ésta fiscalía ambiental por el lugar donde 
nos encontramos se ve la minería artesanal donde en el año 2017 el estado saco una normativa 
donde se permitía a los artesanales acogerse a un proceso de formalización en la SUNAT que 
se denominó Registro Integral de Formalización Minera, el plazo vence en agosto de 2020 
donde todo minero artesanal debe cumplir con ciertos requisitos a efectos de ser formalizado. 
b) Debido a la distancia de la Fiscalía a las concesiones mineras o zonas donde se puede 
extraer que muchas veces se tiene que ir bien en auto o a pie, pero no se cuentan con la 
logística ni la seguridad necesaria para realizar esa labor, uno que esa zona encuentra a 
distancia de la población debemos ir con un buen número de personal policial debido a que los 
mineros ilegales realizan actividad usando explosivos, están armados y estas concesiones 
mineras se encuentran en los cerros, debemos contar con la presencia de persona de la 
Dirección de Energía y Minas que nunca tiene tiempo para participar en las diligencias. 
c) Hoy en día esta actividad se ha incrementado teniendo en cuenta todos los decretos 
legislativos que ha dado el gobierno donde se permite realizar actividad minera artesanal 
personas naturales con una inscripción en el REINFO, lo que ha facultado es que los mineros 
informales no se vuelvan informales sino ilegales, cada vez encontramos personas que tienen 
proceso inscritos en el REINFO pero que la actividad que realizan no es artesanal, muchas 
veces utilizan quimbaletes que está prohibido, utilizan explosivo para realizar los socavones, 
herramientas que ponen en peligro la vida de las personas, de los ecosistemas. Se ha 





¿Aplica Ud. el principio de oportunidad en las diligencias preliminares? 
a) Generalmente si, para el tipo penal de minería ilegal que lo ubicamos en el Art. 307 A del
Código Penal, que indica los verbos rectores de exploración, explotación u otros actos 
similares. Asimismo se refiere a los recursos minerales metálicos y no metálicos, en los 
metálicos tenemos oro, plomo y no metálicos son los materiales de construcción. 
b) Si he aplicado en una oportunidad cuando los investigados se acogieron a este principio
cuando se les intervino. 
c) Si he aplicado por que es un acuerdo entre el agraviado con el imputado, no es obligatorio
arribar a un acuerdo. 
¿Cuáles son los criterios que usted utiliza para aplicar Principio de Oportunidad? 
a) Los criterios que se utiliza para aplicar principio de oportunidad son los que se encuentran
estipulados en el Código Procesal Penal, otros criterios fundamentales tales como la 
autorización de la entidad ambiental competente, en ese caso la Fiscalía tiene el deber de 
probar si dicha actividad genera un daño al ambiente o existe alteración, por ejemplo si eres 
minero artesanal tienen que trabajar con la norma que lo autoriza no con otro tipo de 
maquinaria, por que existiría alteración del suelo con la construcción de socavones por 
ejemplo, en ese sentido viendo que la conducta se adecua al tipo penal de minería, recurrimos 
al artículo 2 del Código Procesal Penal inciso 8 donde indica que el fiscal podrá abstenerse de 
ejercer la acción penal,; siendo que la persona que ha cometido la acción suspenda de forma 
definitiva sus actividades y presente una declaración jurada ante el Organismo de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental, teniendo en cuenta que la reparación civil debe resarcir el daño 
ambiental. 
b) Para acogerse al principio de oportunidad se necesita que la actividad minera ilegal cese y
se ponga de conocimiento a la autoridad ambiental que es OEFA, y para nosotros corroborar 
que hay un cese de la actividad minera por parte de los investigados que desean acogerse 
hacemos una diligencia de constatación donde se pueda dejar constancia que ya no existe 
ningún tipo de actividad y se ha retirado de forma voluntaria. 
c) Los criterios son que el investigado acepte la apreciación económica que pide el Ministerio
Público y el agraviado bajo normas que tiene que seguir, uno de ellos que cese la actividad 




¿Ha aplicado usted Principio de Oportunidad una vez que se ha formalizado la 
Investigación Preparatoria? 
a) Si en dos o tres oportunidades, una vez que ya se ha hecho efectivo el pago de la reparación 
civil, comunicado a la entidad competente y cesado de forma definitiva dichas actividades sin 
contar con el permiso correspondiente. 
b) No, no he aplicado principio de oportunidad en la etapa de formalización. 
c) Si, porque debemos tener en cuenta que es solo una etapa dentro de la investigación. 
¿Según su experiencia, cuál cree que es la finalidad del principio de oportunidad en los 
delitos ambientales? 
a) Generalmente, se aplica en delitos que no superen la pena como por ejemplo alteración al 
paisaje; el criterio que más se ha utilizado en el despacho son las terminaciones anticipadas. 
b) La finalidad es que cesen las actividades de forma inmediata y también evitar mayor carga 
procesal y gastos al Estado, porque se puede evitar un proceso amplio y largo, ya que en el 
principio de oportunidad las personas aceptan haber realizado la actividad y manifiestan su 
voluntad de no continuar con ello. 
c) Agilizar el proceso, que se economice los recursos del Estado y sea resarcido el daño 
causado al ambiente aunque éste es claramente irreparable. 
¿Qué opinión le merece a la posibilidad de que se pueda aplicar dicho principio al delito 
de minería ilegal? 
a) No estoy de acuerdo en que dicho delito tenga la posibilidad de que el investigado se 
beneficie con ello siendo que la conducta en algunos casos no solo hay minería ilegal sino 
también contaminación del ambiente; siendo también que es un delito que la pena asciende de 
4 a 8años cuando debería aplicarse a delitos con pena inferior. 
b) En cierto casos, por ejemplo en los casos en que se ha afectado el suelo, los recursos 
naturales, la alteración del paisaje, cuando se utiliza insumos químicos que puedan dañar la 
salud no debería aplicarse, en la minería artesanal que no utilizan explosivos, a ellos si se les 
debería aplicar el principio de oportunidad. 
c) No estoy de acuerdo en aplicar el principio de oportunidad en el delito de minería ilegal 
teniendo en cuenta que es un delito muy lesivo, tiene muchas aristas con relación al daño al 
medio ambiente, ya que no es solo atentar al medio ambiente sino un daño a las personas en 
generar procesamiento de insumos, ingresar a socavones sin el equipo adecuado, no solo 
afecta el ecosistema, contamina el agua, altera el paisaje, tala de árboles. 
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Teniendo en cuenta los criterios ya mencionada, ha aplicado principio de oportunidad en 
el delito de minería ilegal? 
a) Si he aplicado tres a cuatro veces, atendiendo a la reparación civil a efectos de resarcir el
daño ambiental ocasionado. 
b) Si he aplicado pero son muy pocas las veces.
c) Si he aplicado pero en pocas ocasiones.
Teniendo en cuenta que el medio ambiente es un bien jurídico colectivo ¿Considera Ud. 
proporcional aplicar dicho principio al delito de minería ilegal? 
a) Considero que no es proporcional ya que hablamos de un delito que afecta a varios bienes
jurídicos que ya mencioné por lo que no es correcto a mi consideración exista la posibilidad de 
un beneficio a las personas que generan daño ambiental. 
b) Considero que se debería prevalecer el daño que ha causado dicha actividad, si ha afectado
gravemente los bienes jurídicos, en ese caso no debería ser aplicable el principio de 
oportunidad. 
c) En mi opinión el principio de oportunidad no se debe aplicar en el delito de minería ilegal
porque como ya te dije trae consigo grandes afectaciones a la población y medio ambiente. 
¿Cuáles son las consecuencias mínimas y graves ocasionadas por la minería ilegal? 
a) La minería ilegal trae consigo varios tipos de delitos ya sea a nivel nacional o en Chimbote,
trae conflicto social, trata de persona, tráfico de insumos tanto químicos como el mercurio o 
combustible, el sicariato, ya que pueden existir dos personas peleando por extraer mineral en 
un mismo lugar y lo principal en delitos ambientales la alteración de los componentes 
naturales. Existe una cierta protección por parte del Estado hacia los mineros por los 
beneficios económicos que trae consigo. 
b) Consecuencias mínimas seria la afectación al suelo, cuando hacen socavones, más en la
minería artesanal; las graves seria cuando utilizan explosivos, insumos químicos, afectando 
ríos o lagos cercanos, la fauna y flora, y el daño a la población. 
c) Las consecuencias que deja la minería ilegal siempre son graves, sino utilizan un
instrumento de gestión ambiental que los lleve a realizar esta actividad bajo los parámetros sin 
que afecte el medio ambiente, también se debe tener en cuenta que la mayoría de los mineros 
artesanales lo que buscan es lucrar con los minerales metálicos y no metálicos, no les importa 
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cuidar el medio ambiente, van a cobrar por esos minerales, ellos no van a remediar los pasivos 
ambientales que dejan. 
3.1.2.- Categorización.- 
¿Cuál es el panorama actual de la minería ilegal en el Distrito Fiscal del Santa? 
• La minería ilegal ha incrementado en el distrito fiscal del Santa.
a,b,c.
Es decir que la totalidad de los entrevistados respondieron que la actividad minera
ilegal ha incrementado en el distrito fiscal del Santa.
¿Aplica Ud. el principio de oportunidad en las diligencias preliminares? 
• Si se ha aplicado principio de oportunidad en la etapa preliminar
a,b,c.
Es decir que la totalidad de los entrevistados dijeron que si han aplicado principio de
oportunidad en la etapa preliminar.
¿Cuáles son los criterios que usted utiliza para aplicar Principio de Oportunidad? 
• Según los requisitos que estipula la ley
a,b,c.
Es decir la totalidad de los entrevistados dijeron que los criterios que utilizan son los
estipulados en la ley.
¿Ha aplicado usted Principio de Oportunidad una vez que se ha formalizado la Investigación 
Preparatoria? 
• Si ha aplicado principio de oportunidad en la etapa de investigación preparatoria
a,c.
Es decir 02 de los entrevistados dijeron que si han aplicado principio de oportunidad en
la etapa de investigación preparatoria.
• No ha aplicado principio de oportunidad en la etapa de investigación preparatoria
b.
Es decir 01 de los entrevistados dijo que no ha aplicado principio de oportunidad en la
etapa de investigación preparatoria.
¿Según su experiencia, cuál cree que es la finalidad del principio de oportunidad en los delitos 
ambientales? 
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• Cese de actividades y no supere la pena
a,b.
Es decir 02 de los entrevistados dijeron que la finalidad es el cese de actividades y que
no supere la pena.
• Resarcir el daño y economizar recursos del estado
c.
Es decir 01 de los entrevistados dijeron que la finalidad es resarcir el daño y
economizar recursos del estado.
¿Qué opinión le merece a la posibilidad de que se pueda aplicar dicho principio al delito de 
minería ilegal? 
• Debería aplicarse, evaluando las consecuencias de la actividad
b.
Es decir 01 de los entrevistados dijo que si debería aplicarse evaluando las
consecuencia que ocasione la actividad minera ilegal.
• No debería aplicarse
a,c.
Es decir 02 de los entrevistados dijeron que no debería aplicarse principio de
oportunidad en el delito de minería ilegal.
Teniendo en cuenta los criterios ya mencionada, ha aplicado principio de oportunidad en el 
delito de minería ilegal? 
• Si he aplicado
a,b,c.
Es decir el total de los entrevistados afirmaron que si han aplicado principio de
oportunidad en el delito de minería ilegal.
Teniendo en cuenta que el medio ambiente es un bien jurídico colectivo ¿Considera Ud. 
proporcional aplicar dicho principio al delito de minería ilegal? 
• Si, evaluando el daño causado
b.
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Es decir 01 de los entrevistados dijo que si es proporcional aplicar principio de 
oportunidad siempre que se evalúe los daños causados. 
• No es proporcional
a,c.
Es decir 02 de los entrevistados afirmaron que no es proporcional aplicar principio de
oportunidad.
¿Cuáles son las consecuencias mínimas y graves ocasionadas por la minería ilegal? 
• Conflicto social y otros relacionados
a.
Es decir 01 de los entrevistados dijo que una de las consecuencias graves es el
conflicto social y otros derivados que ocasiona la minería ilegal.
• Afectación al medio ambiente
b,c.
Es decir 02 de los entrevistados dijeron que las consecuencias graves en la afectación
al medio ambiente.
3.1.3.- Opinión.- 
Al momento de realizar la entrevista pude observar que existe una concordancia en las 
opiniones de los entrevistados. 
El Ministerio Público ha llegado a la conclusión de que existe un gran aumento de éstas 
actividades mineras ilegales en nuestro distrito fiscal lo cual no está siendo fiscalizado de 
forma correcta. 
Asimismo, se pudo notar en la entrevista que la mayoría los representantes de dicha entidad 
han indicado que si han aplicado el principio de oportunidad en el delito de minería ilegal ya 
sea tanto en la etapa de las investigaciones preliminares como en la etapa de investigación 
preparatoria. 
Al referirnos respecto a que criterios utilizan para aplicar dicho principio indicaron los 
entrevistados que para ello se debe tomar en cuenta los requisitos fundamentales que están 
estipulados en la ley y el Código, siendo que lo que se busque es resarcir el daño lo cual es 
casi imposible y que lo primordial es el cumplimiento del pago de la reparación civil para que 
se haga efectivo la aplicación del principio de oportunidad. 
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Ante la pregunta sobre cuál era la finalidad del principio de oportunidad los entrevistados 
respondieron que éste mecanismo si bien se usa para delitos que no deben superar la pena que 
indica el Código Procesal Penal, busca que cesen las actividades de forma inmediata y 
definitiva, que es una forma de agilizar los procesos largos dándole mayor relevancia jurídica 
los casos que ameritan y así se economiza los recursos del estado y también ayuda a bajar la 
carga procesal, resarciendo el daño causado pese a que este daño se imposible de resarcir. 
Estando a ello, al referirnos sobre la opinión de si debería aplicarse el principio de oportunidad 
en el delito de minería ilegal siendo que la mayoría de los entrevistado afirman que no debería 
aplicarse ya que sus consecuencias resultan ser nocivas para el medio ambiente, y siendo ello 
muy aparte, causa daños en los elementos biológicos del ecosistema y atenta contra la salud 
pública, el uso de los explosivos y todo tipo de maquinaria infringe la ley siendo que para ello 
el Estado ha proporcionado facilidades tales como la inscripción en el Registro Integral de 
Formalización Minera cumpliendo ciertos requisitos; sin embargo, a pesar de ello existen 
personas que no han comprendido el daño que causan y siguen realizando este tipo de 
actividades, ocasionando entre otros conflictos sociales entre la población y el Estado, que a 
opiniones de los entrevistado brinda cierta protección a estos sujetos agentes a cambio de un 
beneficio económico. 
3.2. SOBRE LA GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
DESCRIPCIÓN GENERAL 
Tipo de documento Carpeta Fiscal N°24-2016 
Fecha de la disposición 17 de noviembre de 2016 
Elaborado Fiscalía Especializada en Materia Ambiental 
DESCRIPCIÓN GENERAL 
Tipo de documento Carpeta Fiscal N° 105-2018 
Fecha de la disposición 04 de diciembre de 2018 





1.- ¿Aplicó el principio de oportunidad? 
• Si, se aplicó principio de oportunidad en ambas carpetas fiscales. 
2.- ¿Cumplió con el Principio de Oportunidad? 
• Si se cumplió el Principio de oportunidad. 
3.-¿Cuál fue el bien jurídico afectado? 
• El bien jurídico afectado fue el medio ambiente. 
4.- ¿Qué criterio utilizó para la aplicación del principio de oportunidad? 
• El criterio que utilizaron fue el pago efectivo de la reparación civil. 
5.- ¿Qué plazo tuvo para cumplir con la reparación civil? 
• El plazo para el pago de la reparación civil fue hasta el mismo día de la audiencia 
6.- ¿Estuvo de acuerdo la parte agraviada (Ministerio del Ambiente) del acuerdo de Principio 
de Oportunidad? 
• Si, estuvieron de acuerdo. 
 
3.2.2.- Opinión.- 
El principio de oportunidad está regulado en nuestro Código Procesal Penal en el artículo N° 
02 en el cual se introdujo ciertos criterios de oportunidad como una excepción al sistema 
jurídico que engloban al principio de legalidad. 
El delito de minería ilegal es un ilícito que ha tenido un impacto y nocividad  reconocida por 
el Estado, por ende se ha regulado mediante el Decreto Legislativo N° 1100; es preocupante la 
relación clara en la vinculación de dicho ilícito con otros delitos graves tales como la 
criminalidad organizada, el narcotráfico entre otros; nuestro gobierno no es ajeno a ello; sin 
embargo, se muestra como éste es un intento por parte del Sistema Ejecutivo para la 
formalización minera. 
Peña Cabrera Freyre ha mostrado su desacuerdo en que los criterios de oportunidad tengan la 
posibilidad de aplicarse en delitos que no corresponden, siendo que los conocidos como 
delitos de bagatela cuyo disvalor es de menor significado y escaso impacto social, como se 




no debe superar los dos años de pena privativa de la libertad o que en su extremo máximo no 
supere los cuatro años de pena privativa de libertad. 
Sin embargo dicho ilícito es sancionado con pena privativa de libertad no menos de cuatro ni 
más de ocho años, siendo sus formas agravadas sancionadas con un máximo de hasta 10 años 
de prisión. Tal forma que se observa que se estaría aplicando criterios de oportunidad en 





























De los resultados obtenidos en la entrevista aplicada a los Representantes del Ministerio 
Público – Fiscalía Especializada en Materia Ambiental, quiénes tienen amplio conocimiento 
en el tema referente al principio de oportunidad en el delito de minería ilegal, al preguntárseles 
sobre el panorama actual de la minería ilegal en nuestro distrito fiscal, en su totalidad 
respondieron que existe un gran aumento de éstas actividades mineras ilegales en nuestro 
distrito fiscal, lo cual no se viene fiscalizando de forma correcta y cada vez se ha encontrado 
personas que utilizan quimbaletes lo cual se encuentra prohibido, utilizan explosivo para 
realizar los socavones, entre otras herramientas que ponen en peligro la vida de las personas, 
de los ecosistemas. 
En el último informe del Observatorio de Conflictos Mineros en el Perú (2015) se registraron 
varios casos de conflictos vinculados a la minería ilegal, tanto las poblaciones que están en 
contra de ésta actividad como los que están a favor y ponen en cuestionamiento las medidas 
para erradicarla. Varios conflictos ocasionados como la intervención de la Fiscalía Ambiental y 
la Policía Nacional a los campamentos mineros informales en provincias como Cajabamba, 
enfrentamientos entre mineros y agricultores en la ciudad de Piura. 
La opinión del periodista Carlos Rosales Purizaca (2019) La sierra liberteña tiene varios 
asientos mineros, por lo que es necesario revisar si todas las operaciones son legales y si se 
están respetando las normas que protegen el medio ambiente. 
La región de Ancash sigue siendo la que registra mayor número de conflictos sociales según 
los reportes mensuales de la Defensoría del Pueblo (2018), con 30 casos identificados a abril 
de este año. La gran mayoría de ellos (25) son de tipo socio ambiental, de ellos 17 están 
categorizados como activos y los 8 restantes como latentes. Ancash es la quinta región con 
mayor proporción de su territorio concesionado a la minería, con un 42.4% del mismo bajo 
esta situación. 
De lo obtenido en los resultados de la entrevista, con relación al panorama actual de la minería 
ilegal en nuestro distrito fiscal las posiciones optadas por los entrevistados en su totalidad 
concluyeron que en Ancash existe un aumento de éstas actividades ilegales, las cuales las 
entidades encargadas de la supervisión y fiscalización de dicha actividad no vienen realizando 
de forma correcta y no existe un apoyo entre ellos y la Fiscalía lo que conlleva a no ejercer 




elementos que lo componen, otorgando una desventaja a la población ante los mineros 
ilegales. 
Según el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2014), conceptualiza al principio de 
oportunidad como la herramienta de negociación y de solución alternativa al conflicto penal 
previo acuerdo entre el agraviado e imputado sobre la reparación civil, con la intervención del 
representante del ministerio público, posibilitando que una vez cancelada total o parcialmente 
la reparación, el imputado se beneficie con la abstención del ejercicio de la acción penal en su 
contra. 
En los resultados obtenidos por la totalidad de los representantes de la Fiscalía Especializada 
en Materia Ambiental en relación al análisis de las dimensiones del principio de oportunidad, 
donde indicaron que si aplicaron el principio de oportunidad en el delito de minería ilegal en la 
etapa de las investigaciones preliminares, refiriéndose que esto se daba previo acuerdo entre la 
parte imputada es decir el sujeto agente que ha realizado la actividad minera ilegal y el 
Representante del Ministerio Público poniendo de conocimiento a la parte agraviada que es el 
Estado representado por el Procurador Público Especializado en Delitos Ambientales. 
En ese sentido, el colombiano Perdomo, J. (2005) ha dicho que es pertinente la aplicación del 
principio mencionado, “cuando se afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando 
se dé la reparación integral y pueda deducirse que el hecho no volverá a presentarse”. 
 
Por otro lado, dando una definición más ejemplificativa que conceptual Alfaro (s.f.) refiere 
que el principio de oportunidad busca que las partes implicadas, culminen su controversia, con 
la participación del fiscal que aparece ya no como acusador, sino como un conductor neutral 
que pretende acercar a las partes para arribar a un acuerdo en el que satisfaga la reparación 
civil y abstenerse de iniciar la persecución del delito. 
El principio de oportunidad es un mecanismo adecuado para la resolución de conflictos en los 
que acordando entre la parte agraviada y la parte imputada sobre la forma de resarcir el daño 
ocasionado por éste con la participación del Representante del Ministerio Público, dicho 
instrumento corresponde a la política criminal del Sistema Jurídico del Estado, buscando la 
decisión de procesar penalmente a las personas que han cometido una ilícito de baja lesividad 
por conveniencia general, confiando su aplicación exclusivamente en la etapa preliminar a 




supondría ante todo una responsabilidad de tipo político, es decir, una censura a la concepción 
y desarrollo de la política criminal del Estado. 
Con el nacimiento del Decreto Legislativo N° 1102, en el cual se dispuso la incorporación del 
delito de minería ilegal dentro de nuestro Código Penal debido que, hasta ese entonces las 
normas que regulaban esa forma de criminalidad eran ineficaces. Sin embargo, el citado 
dispositivo legal incorporó el numeral 8 en el Artículo 2° del CPP y con ello la posibilidad de 
aplicar el principio de oportunidad también en el delito de minería ilegal. El delito de minería 
ilegal no solo constituye un ilícito que afecta gravemente el interés público, sino que además 
está asociado a otras actividades criminales como el lavado de activos, narcotráfico, trata de 
personas, entre otros delitos de criminalidad organizada. 
En los resultados obtenidos de la entrevista, con relación a que criterios utilizan para aplicar el 
principio de oportunidad en el delito de minería ilegal, se concluyó según la primera posición 
del primer entrevistado que son los que se encuentran estipulados en el Código Procesal Penal 
y otros criterios fundamentales tales como la autorización de la entidad ambiental competente, 
en ese caso la Fiscalía tiene el deber de probar si dicha actividad genera un daño al ambiente o 
existe alteración, por ejemplo si es minero artesanal tienen que trabajar con la norma que lo 
autoriza no con otro tipo de maquinaria, por que existiría alteración del suelo con la 
construcción de socavones, en ese sentido viendo que la conducta se adecua al tipo penal de 
minería, recurrimos al artículo 2 del Código Procesal Penal inciso 8 donde indica que el fiscal 
podrá abstenerse de ejercer la acción penal; siendo que la persona que ha cometido la acción 
suspenda de forma definitiva sus actividades y presente una declaración jurada ante el 
Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental, teniendo en cuenta que la reparación 
civil debe resarcir el daño ambiental. 
En la segunda posición encontramos que para acogerse al principio de oportunidad se necesita 
que la actividad minera ilegal cese y se ponga de conocimiento a la autoridad ambiental que es 
OEFA, y para corroborar que hay un cese de la actividad minera por parte de los investigados 
que desean acogerse se realiza una diligencia de constatación donde se pueda dejar constancia 
que ya no existe ningún tipo de actividad y se ha retirado de forma voluntaria. 
En la tercera posición tenemos que los criterios utilizados son que el investigado acepte la 
apreciación económica que pide el Ministerio Público y el agraviado, bajo normas de conducta 
que tiene que seguir, uno de ellos que cese la actividad contaminante, siendo esto corroborado 




Tenemos la opinión de la profesora Herrera Guerrero, quien señala que los delitos leves, el 
acuerdo entre víctima y autor debe satisfacer la finalidad de la pena y no perjudicarla, pero si 
se trata de delitos graves, la existencia de una negociación no cumple con las exigencias de la 
prevención general. 
Avalos, C. (2014) hace un análisis muy interesante al referir que “entendemos que para ejercer 
dicha discrecionalidad el representante del Ministerio Publico tendrá que realizar un análisis 
respecto de la pertinencia de la renuncia a la persecución penal para el caso concreto, en lo que 
tendrá un rol determinante el logro de los fines perseguidos por el Decreto Legislativo N° 
1102, de tal modo que si la renuncia no contribuyera realmente al logro de esos fines no cabra 
la misma” 
Por lo obtenido por la totalidad de los representantes de la Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental donde indicaron que al momento de aplicar el principio de oportunidad en el delito 
de minería ilegal los criterios que se utiliza son aquellos que resulten más beneficiosos para 
resarcir el daño que se haya ocasionado en su mayoría resulta decir que es el pago de una 
reparación civil y el cese de forma definitiva las actividades mineras ilegales. 
Respecto a los resultados obtenidos de los entrevistados refiriéndose si han aplicado principio 
de oportunidad en el delito de minería ilegal una vez que ya se ha formalizado la investigación 
preparatoria, en la primera posición dijo que si en dos o tres oportunidades, una vez que ya se 
ha hecho efectivo el pago de la reparación civil, comunicado a la entidad competente y cesado 
de forma definitiva dichas actividades sin contar con el permiso correspondiente. 
En la segunda posición el entrevistado refirió que no había aplicado principio de oportunidad 
en minería ilegal debido a que el investigado no accedió al pago de la reparación civil y por 
tanto el proceso siguió su curso; en tanto a la tercera posición se obtuvo que si había aplicado 
principio de oportunidad en delito de minería ilegal ya que se encuentra en una etapa dentro de 
la investigación. 
El fundamento en palabras de Hassemer explica que “el Derecho Penal material determina no 
solo los límites de la punibilidad sino que tiene además la misión de reafirmar y asegurar las 
normas fundamentales de una sociedad. El aseguramiento de las normas presupone que en el 
proceso penal se van a aplicar tal y como el derecho material las dispone, es decir, según su 
legalidad jurídico-material”. 
Lamadrid (2015), refiere que con la aplicación del principio de oportunidad se pretende dar 
una respuesta inmediata por parte del Estado ante la comisión de un delito, siempre 
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dependiendo de sus características, de forma tal que se optimicen los recursos con los que 
cuenta la administración judicial. 
Tomando como referencia el Código Procesal Penal del 2004, en el numeral 1 del artículo 350 
del mismo código, estableciendo que en el plazo de diez días de trasladada la acusación fiscal 
a las partes, estas podrán instar la aplicación de un criterio de oportunidad. Debemos entender 
que podemos aplicar el principio de oportunidad, aun cuando el fiscal haya presentado la 
acusación al juez, al momento en que se notifica con dicho requerimiento. 
Cornejo (2006) afirma que el órgano que debe encargarse de la determinación de la gravedad 
de los hechos debe ser atendido por el Juez, ya que no es parte en el proceso sino que está 
sobre ellas. 
Es potestad del juez aprobar dicho requerimiento presentado por el Ministerio Público 
instando a la aplicación de un criterio de oportunidad, en el cual evaluando los hechos y los 
elementos de convicción podrá dar su decisión de si la acción ilícita cometida por el sujeto 
agente desmerece la ejecución de una sanción punitiva. 
Entorno a los resultados obtenidos de la entrevista aplicada sobre cuál era la finalidad del 
principio de oportunidad, en la primera posición tenemos que se aplica en delitos que no 
superen la pena como por ejemplo alteración al paisaje y que el criterio que más se ha 
utilizado en el despacho son las terminaciones anticipadas. 
Como segunda posición tenemos que la finalidad es que cesen las actividades de forma 
inmediata y también evitar mayor carga procesal y gastos al Estado, porque se puede evitar un 
proceso amplio y largo, ya que en el principio de oportunidad las personas aceptan haber 
realizado la actividad y manifiestan su voluntad de no continuar con ello y por último en la 
tercera posición afirma que lo que se busca es agilizar el proceso, que se economice los 
recursos del Estado y sea resarcido el daño causado al ambiente aunque éste es claramente 
irreparable. 
Peña, A. (2012) ha manifestado que el principio de oportunidad solo puede aplicarse a delitos 
de bagatela, aquellos en que el desvalor sea de insignificancia y escaso interés. 
Así las cosas, según Nieva (2017) un proceso puede verse dominado por el principio de 
legalidad o principio de oportunidad. El principio de legalidad implica que el titular de la 
acción no tiene más remedio que ejercerla, porque una ley lo obliga a ello en el caso concreto. 
En cambio el principio de oportunidad permitiría un criterio libre al titular de dicha acción, 




Según el artículo 147° de La Ley General del Ambiente indica que el daño ambiental y su 
resarcimiento consiste en que se restablezca su situación antes del ilícito cometido al ambiente 
y sus componentes; en el caso de que no se pueda restablecer el juez debe prever de realizar 
otras acciones para mejorar el ambiente y sus elementos afectados. La indemnización debe 
cumplir con los requisitos que satisfagan los intereses afectados respecto al ambiente y los 
recursos naturales. 
Teniendo los resultados obtenidos referente a la finalidad del principio de oportunidad en los 
delitos ambientales, que éste mecanismo si bien se usa para delitos más conocidos como los de 
bagatela, así como no deben superar la pena que indica el Código Procesal Penal, en el caso 
del delito de minería ilegal, busca que cesen las actividades de forma inmediata y definitiva, 
que es una forma de agilizar los procesos largos dándole mayor relevancia jurídica los casos 
que ameritan y así se economiza los recursos del estado y también ayuda a bajar la carga 
procesal, resarciendo el daño causado pese a que este daño se imposible de resarcir. 
Estando a los resultados obtenidos de la entrevista referente sobre la opinión que se merece la 
aplicación del principio de oportunidad en el delito de minería ilegal se tiene que en la primera 
posición indica no estar de acuerdo en que dicho delito tenga la posibilidad de que el 
investigado se beneficie con ello siendo que la conducta en algunos casos no solo hay minería 
ilegal sino también contaminación del ambiente; siendo también que es un delito que la pena 
asciende de 4 a 8años cuando debería aplicarse a delitos con pena inferior. 
En la segunda posición indica que se debe aplicar en ciertos casos, como por ejemplo en los 
casos en que se ha afectado el suelo, los recursos naturales, la alteración del paisaje, cuando se 
utiliza insumos químicos que puedan dañar la salud no debería aplicarse, en la minería 
artesanal que no utilizan explosivos, a ellos si se les debería aplicar el principio de 
oportunidad. Y para finalizar como tercera posición, en concordancia con la primera posición 
afirma que no estar de acuerdo en aplicar el principio de oportunidad en el delito de minería 
ilegal teniendo en cuenta que es un delito muy lesivo, tiene muchas aristas con relación al 
daño al medio ambiente, ya que no es solo atentar al medio ambiente sino un daño a las 
personas en generar procesamiento de insumos, ingresar a socavones sin el equipo adecuado, 
no solo afecta el ecosistema, contamina el agua, altera el paisaje, tala de árboles. 
Peña Cabrera Freyre (2006) hace una crítica legítima refiriéndose que la minería ilegal es un 
delito pluriofensivo que causa afectación a diversos bienes jurídicos y a la vez tiene conexión 




La minería ilegal no solo afecta al medio ambiente, también perjudica a la economía, a la 
sociedad y a la salud de las personas que la ejecutan. Esto se ve materializado en la 
deforestación de árboles, lagos y pantanos devastados, una flora y fauna destruida. La ingesta 
de pescado provoca que los pobladores se contaminen de mercurio a causa de las actividades 
mineras que se realiza de forma legal o ilegal. 
Herrera, M. (2014) dice que el delito cometido es de naturaleza grave, la negociación en sede 
penal no resulta apto para las exigencias de la prevención general 
Choque (2017) quien acertadamente, en su investigación titulada Impunidad en la Comisión 
de los delitos de Minería Ilegal y Contaminación Ambiental en el Distrito judicial de 
Madre de Dios, concuerda con la presente concluyendo que “el principio de oportunidad no 
puede aplicarse en delitos graves, pluriofensivos y de gran afectación al interés público como 
los delitos analizados. Los supuestos en los que se basa su aplicación son factores excluyentes 
de responsabilidad penal y generan abiertamente impunidad. Debe prohibirse la aplicación del 
principio de oportunidad en los delitos ambientales y el delito de minería ilegal”. 
Según Ávalos Rodríguez (2004 con el nacimiento del Decreto Legislativo N° 1102 se buscaba 
optimizar la relación entre el crimen organizado y la minería ilegal que hasta ese momento la 
importancia jurídica a los delitos ambientales era de forma ineficaz. 
La opinión del jurista Zielinski (2009) hace una referencia a la “función de intermediación del 
resultado”, la cual consiste en el mayor impacto social obtenga el resultado de la comisión de 
un ilícito que consiste en la mayor conmoción social que propicia la generación de un 
resultado mediante la comisión del ilícito, ya que cuanto más es el daño causado y menos 
posibilidad de resarcirlo, más fuerte será la retribución compensatoria y restablecimiento de la 
paz jurídica”. 
Al referirnos sobre la opinión de si merece aplicarse el principio de oportunidad en el delito de 
minería ilegal se constató que la mayoría de los entrevistados afirmaron que no debería 
aplicarse ya que sus consecuencias resultan ser nocivas para el medio ambiente, causando 
daños en los elementos biológicos del ecosistema y atentando contra la salud pública, también 
es parte de ello el uso de los explosivos y toda maquinaria que no se encuentra destinada para 
ese tipo de actividades. 
Navarro (2018) en su investigación titulada El acuerdo reparatorio en el delito de minería 
ilegal y la contravención a la indisponibilidad del bien jurídico medio ambiente en el 
Perú, concluye que “la aplicación del acuerdo reparatorio en el delito de minería ilegal 
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contraviene la indisponibilidad del bien jurídico medio ambiente; en vista que el medio 
ambiente constituye un derecho colectivo y no disponible; además, el delito de minería ilegal 
produce evidentes perjuicios irreversibles en materia ambiental y atenta contra la salud 
pública”. 
En los resultados obtenidos de la entrevista al referirnos sobre la proporcionalidad de aplicar el 
principio de oportunidad en el delito de minería ilegal se concluyó con la primera posición en 
la que considera que no es proporcional ya se está hablando de un delito que afecta a varios 
bienes jurídicos por lo que no es correcto exista la posibilidad de un beneficio a las personas 
que generan daño ambiental. 
En la segunda posición se tiene que se debería prevalecer el daño que ha causado dicha 
actividad, si ha afectado gravemente los bienes jurídicos, en ese caso no debería ser aplicable 
el principio de oportunidad y en la tercera posición tenemos que el principio de oportunidad 
no se debe aplicar en el delito de minería ilegal porque trae consigo grandes afectaciones a la 
población y medio ambiente. 
Villavicencio (2008), indica que en la relación que guarda con los delitos de peligro, ya no 
resulta un problema para admitir la tentativa, esto porque se exige la puesta en peligro del bien 
jurídico; es así que se puede admitir la oportunidad para el delito de minería ilegal en su 
modalidad de peligro contra el ambiente y sus componentes cuando sea en grado de tentativa 
punible, ya que si se interrumpe la ejecución de la consumación de la acción, no tendría un 
resultado típico de peligro y la necesidad de sanción sería menos significativa. 
Siendo una opción del Estado proporcionar facilidades tales como la inscripción en el Registro 
Integral de Formalización Minera cumpliendo ciertos requisitos; sin embargo, a pesar de ello 
existen personas que no han comprendido el daño que causan y siguen realizando este tipo de 
actividades, ocasionando conflictos sociales entre la población y el Estado, que a opiniones de 
los entrevistado brinda cierta protección a estos sujetos agentes a cambio de un beneficio 
económico. 
Respecto a los resultados obtenidos de la entrevista sobre las consecuencias mínimas y graves 
ocasionadas por la minería ilegal, en la primera posición se tiene que la minería ilegal trae 
consigo varios tipos de delitos ya sea a nivel nacional o en Chimbote, trae conflicto social, 
trata de personas, tráfico de insumos tanto químicos como el mercurio o combustible, el 




En la segunda posición, se tiene que las consecuencias mínimas seria la afectación al suelo, 
cuando hacen socavones, más en la minería artesanal; las graves seria cuando utilizan 
explosivos, insumos químicos, afectando ríos o lagos cercanos, la fauna y flora, y el daño a la 
población y en la tercera posición indicó que las consecuencias que deja la minería ilegal 
siempre son graves, no utilizan un instrumento de gestión ambiental que los lleve a realizar 
esta actividad bajo los parámetros sin que afecte el medio ambiente, también se debe tener en 
cuenta que la mayoría de los mineros artesanales tienen como finalidad lucrar con los 
minerales metálicos y no metálicos, no les importa cuidar el medio ambiente y cobrar por esos 
minerales. 
El Instituto De La Amazonía Peruana Y Ministerio Del Ambiente refiere que en los 
campamentos instalados donde se lleva a cabo la ejecución de la minería ilegal se contrata 
menores de edad, quienes finalmente ejecuten dicha actividad poniéndolos en grave riesgo con 
el objetivo de tener una mano de obra más barata. Además de lo señalado anteriormente se ha 
evidenciado la apertura de muchísimas cantinas y bares, lugar en que llegan mujeres desde 
otras regiones con el objetivo de obligarlas a ejercer la prostitución. 
El Gobierno del Perú dispuso estado de emergencia a once localidades de Madre de Dios, esto 
porque según el Informe N° 00008-2016-Indeci del 2016 concluye que la contaminación con 
mercurio existente en el aire, agua entre otros componente ambientales son consecuencia de 
las inadecuadas actividades de minería ilegal y informal al extraer oro aluvial, ocasionando 
graves problemas de salud en las localidades. (El Comercio, 2016). 
El ex Fiscal de la Nación Pablo Sánchez Velarde ha manifestado acerca del principio de 
oportunidad que: “Contraviene lo dispuesto en el literal b) del apartado 1, que establece los 
casos de mínima lesividad o escaza gravedad de la infracción, fijando como extremo mínimo 
la pena a dos años, negando la posibilidad de la oportunidad cuando la pena es superior a 
dicho extremo. Además, también se deja de lado el elemento subjetivo identificado con la 
ausencia del interés público en la persecución penal, lo que resulta difícil aceptar, si se tiene en 
cuenta que dichos delitos generan gran alarma social o legítimo interés de que tales conductas 
se investiguen y sancionen” 
La Casación N° 464-2016 Pasco afirma que para que se configure el delito de minería ilegal 
no es necesario que se produzca un daño efectivo al ambiente o sus componentes, la calidad 




Ahora respecto a los resultados obtenidos de la Guía de Análisis Documental, realizada por la 
investigadora de las Carpetas Fiscales comprendidas entre los año 2016 – 2018 respecto a la 
aplicación del principio de oportunidad en el delito de minería ilegal se obtuvo que del total de 
100 carpetas ingresadas por el delito de minería ilegal solo dos 24-2019 y 105-2018 fueron 
aplicadas el principio de oportunidad, teniendo como criterio de aplicación el pago efectivo de 
la reparación civil, teniendo un plazo de pago hasta la fecha de audiencia, donde la parte 
agraviada representada por el Procurador Público especializado en delitos ambientales no 
objetó queja alguna y siendo el bien jurídico afectado el medio ambiente. 
Por lo tanto se corrobora la tesis de Narro (2017) en su investigación titulada: ¿merecida 
oportunidad? análisis crítico de la regulación nacional del principio de oportunidad en 
relación con el delito de minería ilegal, en la que concluye que “respetando la teleología del 
principio de oportunidad, éste debería poder aplicarse únicamente a supuestos de minería 
ilegal en que la imposición de una pena sea prescindible a efectos de devolver la vigencia 
comunicativa-social a la norma jurídica defraudada por el delito” 
Así también se corrobora la tesis de Navarro (2018) en su investigación titulada El acuerdo 
reparatorio en el delito de minería ilegal y la contravención a la indisponibilidad del bien 
jurídico medio ambiente en el Perú, en la que concluye que la aplicación del acuerdo 
reparatorio en el delito de minería ilegal contraviene la indisponibilidad del bien jurídico 
medio ambiente; en vista que el medio ambiente constituye un derecho colectivo y no 
disponible; además, el delito de minería ilegal produce evidentes perjuicios irreversibles en 
materia ambiental y atenta contra la salud pública. 
Y finalmente podemos corroborar la tesis de Choque (2017) quien acertadamente, en su 
investigación titulada Impunidad en la Comisión de los delitos de Minería Ilegal y 
Contaminación Ambiental en el Distrito judicial de Madre de Dios, concuerda con la 
presente concluyendo que “el principio de oportunidad no puede aplicarse en delitos graves, 
pluriofensivos y de gran afectación al interés público como los delitos analizados. Los 
supuestos en los que se basa su aplicación son factores excluyentes de responsabilidad penal y 
generan abiertamente impunidad. Debe prohibirse la aplicación del principio de oportunidad 





APORTE DE LA INVESTIGADORA: 
La minería en el Perú se ha desarrollado desde épocas antiguas, como prueba de ello son las 
piezas de orfebrería y ornamenta que se utilizaban para autoridades de las diferentes culturas 
preincaicas, las cuales eran fabricadas en oro y plata. 
La minería es una actividad de gran importancia para el desarrollo económico de un país, y 
Perú no es la excepción. Gracias a su producción y potencial, la minería peruana ocupa lugares 
importantes en el mundo. 
Tanto la minería ilegal como la minería informal trabajan al margen de la ley. No cumplen los 
requisitos para realizar éste tipo de actividad; sin embargo, la diferencia es que los mineros 
informales son aquellos que ya iniciaron o están dispuestos a comenzar una etapa de 
formalización con el Estado, por otro lado, los mineros ilegales son aquellos que sin haber 
iniciado un proceso de formalización, realizan actividades de extracción entre otros actos 
similares usando maquinaria prohibida o no destinada para la realización de minería, 
ocasionando daños graves al ecosistema, sus componentes entre otros causando afectación a la 
población y la salud de las comunidades. 
El Principio de Oportunidad es una herramienta procesal que permite a los fiscales excluir 
aquellos casos que deben de ser perseguidos con severidad en los tribunales de aquellos que 
por su baja lesividad pueden ser concluidos mediante un acuerdo entre las partes. Este último 
implica que se debe reconocer la acción ilícita realizada por el agente infractor de la ley penal 
y en la mayor parte de los casos una reparación civil del daño causado por él. 
Con el nacimiento del Decreto Legislativo 1102, el legislador ha dado un giro radical y ha 
decidido hacer extensiva la aplicación del principio de oportunidad para los casos de delitos de 
minería ilegal. Delitos que son sancionados con penas que van hasta los doce años y cuyo 
extremo mínimo de la pena en ningún caso es menor a 3 años, lo cual resulta a mi criterio 
incongruente y de gravedad para nuestro sistema jurídico, al no darle la relevancia debida a los 
delitos ambientales que resultan lesivos para la sociedad; lo cual causa gran indignación ya 
que, ahora existe la posibilidad de que por la aplicación del principio de oportunidad los 
sujetos que cometan éstos delitos puedan evitar ser sometidos a un proceso y merecer una 
condena a pesar que no cumplen los presupuestos que se establecen tanto en el Nuevo Código 




Es por ello, que nos preguntamos por qué se establecen penas altas para el delito de minería 
ilegal y por otro lado se permita la aplicación del principio de oportunidad para dichos delitos; 
seguramente la idea del legislador es combatir la minería ilegal y fomentar así que sus agentes 
se formalicen todo ello de forma voluntaria, dejen de realizar sus actividades para justificar la 
aplicación de dicha herramienta. 
Si realmente queremos acabar con la minería ilegal se debe llegar a quienes la ejercen y quien 
la financia, pues el minero ilegal no le importa la legislación, ya que sabe que no habrá 
sanción punitiva. Finalmente, él debe darse en conjunto con otras entidades encargadas de la 
fiscalización ambiental, tales como: OSINERGMIN, OEFA, ANA, DREM, ya que a través de 
ellos podemos llegar a estas organizaciones de mineros ilegales. 
Esto no es un problema que se solucionará en un par de años, mientras el Estado no realice 
actos que ayuden a mejorar y se tenga el propósito de lograr objetivos que mejoren las 
condiciones de vida de la sociedad, con el uso correcto de las maquinarias en el desarrollo de 
éstas actividades, cuidando siempre el medio ambiente, lugar donde realizamos nuestras 



















Al Objetivo General 
De los resultados obtenidos de la entrevista realizada a los Representantes del Ministerio 
Público Especializados en Materia Ambiental sobre la aplicación del principio de oportunidad 
en el delito de minería ilegal y la Guía de Análisis Documental a las Carpetas Fiscales 
comprendidas entre los años 2016 – 2018 que comprenden éste delito, gracias a la entrada en 
vigencia del Decreto Legislativo N° 1102 en la cual incorporaba en nuestro Código Penal al 
delito de minería ilegal; asimismo de la doctrina y jurisprudencia como parte de la 
investigación, se determinó que a pesar de no haber un concenso en lo estipulado en nuestro 
Código Procesal Penal sobre la aplicación del Principio de Oportunidad, los representantes del 
Ministerio Público han optado por aplicar siguiendo ciertos criterios como una ventaja para la 
disminución de la carga procesal así como el resarcimiento oportuno de lo ocasionado; sin 
embargo, en su totalidad se refiere que no debería ser aplicable dicho principio ya que es un 
ilícito que genera daño al ambiente y a los elementos que componen nuestro ecosistema. 
A los Objetivos Específicos 
Con la presente tesis, se logró estudiar la aplicación del principio de oportunidad en la Fiscalía 
Especializada en Materia Ambiental, a través de la entrevista sobre las etapas en las que se 
habría aplicado el Principio de Oportunidad, los criterios que utilizaron para su aplicación y 
sobre la finalidad de dicho principio en la aplicación del delito de minería ilegal, lo cual fue 
importante para lograr el presente objetivo. 
También se logró analizar el delito de minería ilegal dentro de la Fiscalía Especializada en 
Materia Ambiental, teniendo como resultado a través de la entrevista realizada a los 
representantes del Ministerio Público y Guía de Análisis Documental sobre el panorama actual 
de las actividades mineras ilegal, la posibilidad que se merece aplicar dicho principio ya 
mencionado, la proporcionalidad de su aplicación y las consecuencias mínimas y graves 
ocasionadas por éstas actividades, que la minería en nuestro distrito fiscal ha ido en aumento 
no siendo fiscalizado correctamente por las autoridades competentes, que no es proporcional 
aplicar el principio de oportunidad al delito de minería ilegal siendo un ilícito que ocasiona 
graves daños y es pluriofensivo tanto que el merecimiento de una oportunidad no 




utilizado siempre que se haya cumplido con las normas de conducta y el pago de la reparación 
civil. 
Asimismo, recalcar que la presente tesis logró aplicar instrumentos efectivos para determinar 
la existencia de casos en los que se haya aplicado principio de oportunidad en el delito de 
minería ilegal, de los cuáles se seleccionó dos Carpetas Fiscales correspondientes entre los 
años 2016 al 2018 y la entrevista a los 03 Fiscales pertenecientes a la Fiscalía Especializada en 
Materia Ambiental, quiénes tienen un amplio conocimiento en el tema de la Minería ilegal y 
siendo los operadores encargados de dirigir el proceso con el pleno conocimiento de las leyes 






















La presente investigación se encuentra dirigida a todos los estudiantes de Derecho, abogados 
penalistas y autoridades de las entidades del Estado quienes compartan conocimientos sobre la 
justicia penal ambiental para que tomen como referencia la presente tesis, como una figura de 
aplicación, donde se deberá perfeccionar los errores por especialistas capacitados en el tema. 
Como regla fundamental de nuestro sistema procesal tenemos al principio de legalidad, el cual 
indica que el Ministerio Público tiene la obligación de aplicar justicia penal cuando se pone de 
conocimiento del accionar de un ilícito y que fundamentos argumentan su comisión. Sin 
embargo, la excepción a ello, es que la ley en cierto supuesto le da la potestad a la Fiscalía 
para abstenerse de ejercer la acción penal instando a un principio de oportunidad. Para ello, se 
debe tener la potestad discrecional de aplicar el principio de oportunidad debe ser limitada y 
con exigencia a la razonabilidad debiendo ser motivada su decisión para evitar indicios de 
arbitrariedad. 
El delito de minería ilegal es un ilícito cuya trascendencia y nocividad es reconocida por el 
mismo Estado, de la cual es algo preocupante su vínculo con otros actos delictivos tales como 
la criminalidad organizada, el narcotráfico entre otros; nuestro gobierno tiene pleno 
conocimiento de ello. Esta actividad realizada al margen de la ley ha originado graves 
impactos económicos, políticos, sociales, ambientales y culturales y sobre todo esto ha 
conllevado a una contravención a la norma, ya que la aplicación de este principio solo es para 
los delitos con escasa relevancia social; sin embargo, hasta ahora se viene aplicando el 
Principio de Oportunidad en los delitos de minería ilegal; cuando ello, debería no ser aplicado; 
toda vez, que el delito de minería ilegal viene causando daños y destrucción a nuestro 
ecosistema y especialmente a nuestra sociedad; por lo que la formalización minera debe ser un 
reto que debe enfrentarse con esto en mente. 
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ANEXOS 









en el delito de 
minería ilegal 





2016 – 2018 




aplicarse en el 
delito de 
minería ilegal? 
Analizar la aplicación 
del Principio de 
Oportunidad en el 
delito de Minería 
Ilegal en la Fiscalía 
Especializada en 
Materia Ambiental 
Chimbote 2016 – 
2018. 
Estudiar la aplicación del principio de oportunidad en la 
Fiscalía Especializada en Materia Ambiental Chimbote – 
2018. 
  
Analizar el delito de minería ilegal en la Fiscalía 
Especializada en Materia Ambiental Chimbote – 2018. 
Verificar la existencia de casos en los que se haya aplicado el 
principio de oportunidad en el delito de minería ilegal, así 
como recabar información mediante encuestas sobre este 
tema. 
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Anexo 2: Entrevista 
ENTREVISTA 
Estimado entrevistado la presente se lleva a cabo con la finalidad de recabar datos a 
través de sus conocimientos obtenidos como autoridad fiscal sancionadora 
aportándolos en el Trabajo de Investigación titulado “APLICACIÓN DEL PRINCIPIO 
DE OPORTUNIDAD EN EL DELITO DE MINERÍA ILEGAL EN LA FISCALÍA 
ESPECIALIZADA EN MATERIA AMBIENTAL 2016-2018”. 
Se mantendrá el anonimato al momento de difundir las respuestas que se obtengan 
en la presente entrevista. 
1. ¿Cuál es el panorama actual de la minería ilegal en el distrito fiscal del
Santa?
2. ¿Aplica Ud. el principio de oportunidad en las diligencias preliminares?
3. ¿Cuáles son los criterios que Ud. Utiliza para aplicar el Principio de
Oportunidad?
4. ¿Aplica Ud. el Principio de Oportunidad una vez formalizada la
Investigación Preparatoria?
5. ¿Cuál es la finalidad del principio de oportunidad, según su experiencia en
delitos ambientales?
6. ¿Qué opinión le merece la posibilidad de aplicar dicho principio al delito de
minería ilegal?
7. Teniendo en cuenta los criterios ya mencionada, ha aplicado principio de
oportunidad en el delito de minería ilegal?
8. Teniendo en cuenta que el medio ambiente es un bien jurídico colectivo
¿Considera Ud. proporcional aplicar dicho principio al delito de minería
ilegal?
9. ¿Cuáles son las consecuencias mínimas y graves ocasionadas por la
minería ilegal?
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Anexo 3: Preguntas Orientadoras 
PREGUNTAS ORIENTADORAS 
I.1.1.1. Aplicó el Principio de Oportunidad
I.1.1.2. Cumplió con el Principio de Oportunidad
I.1.1.3. Cuál fue el bien jurídico afectado
I.1.1.4. Que criterio utilizó para la aplicación
I.1.1.5. Qué plazo tuvo para cumplir con la reparación civil
I.1.1.6. Se encontró de acuerdo la parte agraviada (Ministerio del Ambiente)
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 Anexo 4: Oficio para revisión de carpetas fiscales. 
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Anexo 5: Oficio para aplicar entrevista. 
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Anexo 6: Instrumento de validación. 
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Anexo 7: Instrumento de validación. 
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Anexo 8: Instrumento de validación. 
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Anexo 9: Artículo Científico 
ARTÍCULO CIENTÍFICO 
TITULO: 
“APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL DELITO DE MINERIA ILEGAL EN LA FISCALIA 
ESPECIALIZADA EN MATERIA AMBIENTAL CHIMBOTE 2016 – 2018” 
AUTORA: 
VEGA UNYEN, ALEXANDRA MARGARETH 
CORREO: alexandravegaunyen@gmail.com 
AFILIACIÓN INSTITUCIONAL: UNIVERSIDAD CÉSAR VALLEJO 
RESUMEN 
El presente artículo de enfoque cualitativo titulado “Aplicación del Principio de Oportunidad en el 
delito de Minería Ilegal Chimbote 2016-2018”, tiene como objetivo general Analizar la aplicación del 
Principio de Oportunidad en el delito de Minería Ilegal Chimbote 2016-2018” y como objetivos 
específicos estudiar la aplicación del principio de oportunidad en la Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental Chimbote 2016 – 2018, analizar el delito de minería ilegal en la Fiscalía Especializada en 
Materia Ambiental Chimbote 2016 – 2018 y verificar la existencia de casos en los que se haya 
aplicado el principio de oportunidad en el delito de minería ilegal, así como recabar información 
mediante encuestas sobre este tema. En la cual se empleó instrumentos como la entrevista a los 03 
fiscales especializados en materia ambiental y la Guía de Análisis Documental referidos a las Carpetas 
Fiscales comprendidas entre los años 2016-2018. 
En el primer capítulo plantea la problemática de la investigación, se establece el objetivo general y los 
objetivos específicos, los antecedentes, la justificación y las teorías conceptuales relacionadas con la 




descripción del escenario de estudio, tipo de estudio, características de los participantes, asimismo, 
las técnicas de recolección de datos, los instrumentos de investigación, los métodos de análisis de 
información y el procedimiento de recolección de datos. En el tercer capítulo se exponen los 
resultados obtenidos mediante la aplicación efectiva de los instrumentos, el cuarto capítulo se explica 
mediante la discusión de los resultados de la investigación con las teorías relacionadas al tema y los 
antecedentes. En el cuarto y último capítulo se presenta las conclusiones obtenidas de la 
investigación y las recomendaciones. 
Palabras Clave: 
Principio de oportunidad, minería ilegal. 
ABSTRACT 
This qualitative approach thesis entitled “Application of the Opportunity Principle in the Crime of 
Illegal Mining Chimbote 2016-2018”, which has as a general objective Analyze the application of the 
Principle of Opportunity in the crime of Illegal Mining Chimbote 2016-2018 ”and as specific objectives 
to study the application of the principle of opportunity in the Specialized Prosecutor's Office in 
Environmental Matters Chimbote 2016-2018, analyze the crime of illegal mining in the Specialized 
Prosecutor's Office in Environmental Matters Chimbote 2016-2018 and verify the existence of cases 
in which applied the principle of opportunity in the crime of illegal mining, as well as gathering 
information through surveys on this subject. In which instruments were used, such as the interview 
with the 03 prosecutors specialized in environmental matters and the Document Analysis Guide 
referring to the Fiscal Folders between the years 2016-2018. 
In the first chapter, the research problem is raised; the general objective and the specific objectives, 
the background, the justification and the conceptual theories related to the research are established. 
The second chapter describes the methodological part, the research design, the description of the 
study scenario, type of study, characteristics of the participants, specific, data collection techniques, 
research instruments, information analysis methods and the data collection procedure. In the third 
chapter the results are presented through the effective application of the instruments, the fourth 
chapter is explained by discussing the results of the research with theories related to the subject and 
the background. In the fourth and final chapter, the conclusions obtained from the investigation and 





principle of opportunity, illegal mining. 
 
INTRODUCCIÓN 
Con el propósito de proveer a los jueces y fiscales de mecanismos apropiados para la lucha contra la 
minería ilegal, nace el Decreto Legislativo N° 1102 de fecha veintinueve de febrero del año 2012, pues 
hasta ese entonces las normas que regulaban esa forma de criminalidad se mostraron ineficaces. Sin 
embargo, el citado dispositivo legal incorporó el numeral 8 en el Artículo 2° del CPP y con ello la 
posibilidad de aplicar el principio de oportunidad también en el delito de minería ilegal; por ende 
corresponde al Fiscal Especializado en materia ambiental optar por su aplicación en la medida que el 
investigado acepte la aplicación del referido mecanismo alternativo de solución del conflicto penal. 
Navarro (2018) en su investigación titulada el acuerdo reparatorio en el delito de minería ilegal y la 
contravención a la indisponibilidad del bien jurídico medio ambiente en el Perú, concluye que “la 
aplicación del acuerdo reparatorio en el delito de minería ilegal contraviene la indisponibilidad del 
bien jurídico medio ambiente; en vista que el medio ambiente constituye un derecho colectivo y no 
disponible; además, el delito de minería ilegal produce evidentes perjuicios irreversibles en materia 
ambiental y atenta contra la salud pública”. Finalmente, Choque (2017) quien acertadamente, en su 
investigación titulada Impunidad en la Comisión de los delitos de Minería Ilegal y Contaminación 
Ambiental en el Distrito judicial de Madre de Dios, se condice con la presente concluyendo que “el 
principio de oportunidad no puede aplicarse en delitos graves, pluriofensivos y de gran afectación al 
interés público como los delitos analizados. Los supuestos en los que se basa su aplicación son 
factores excluyentes de responsabilidad penal y generan abiertamente impunidad. Debe prohibirse la 
aplicación del principio de oportunidad en los delitos ambientales y el delito de minería ilegal”. 
En la exposición de motivos del D.L. 1102 se hace mención a la lucha contra la criminalidad organizada 
en la minería ilegal y sus consecuencias tanto ambientales como sociales resaltando en todo 
momento la peligrosidad que ello significa para el medioambiente y la persona. Al respecto, nos 
resulta contradictorio, puesto que no nos referimos a delitos leves o menores, sino a delitos graves 
que afectan en la mayoría de los casos de forma irreversible a diversos bienes jurídicos. 
 
Se halla plenamente justificado en la necesidad de contar con mecanismos adecuados que cumplan 
efectivamente sus fines, específicamente en contra de aquellos que impiden la sanción punitiva del 




que son directamente afectados por la minería ilegal, lo que a su vez conlleva a un sentimiento de 
injusticia ambiental. Además de fomentar un criterio razonable en los fiscales para que el uso del 
principio de oportunidad sea adecuado y no una oportunidad a la depredación del que somos 
víctimas desde hace muchos años, contribuye con el conjunto de actores que estamos en contra de la 
minería ilegal y con ello facilitar el acceso a la justicia penal ambiental, teniendo en cuenta la posición 
de la víctima y del sujeto agente, es decir, la indefensión de los afectados frente a las empresas 
mineras ilegales. Asimismo, nos abrirá un panorama de reflexión acerca del mecanismo objeto de 
investigación y conocer la situación actual de los casos que se están investigando.  
El presente trabajo tiene como objetivo general: Analizar la aplicación del Principio de Oportunidad 
en el delito de Minería Ilegal en la Fiscalía Especializada en Materia Ambiental Chimbote 2016 – 2018 
y como objetivos específicos los siguientes: Estudiar la aplicación del principio de oportunidad en la 
Fiscalía Especializada en Materia Ambiental Chimbote 2016 – 2018, Analizar el delito de minería ilegal 
en la Fiscalía Especializada en Materia Ambiental Chimbote 2016 – 2018,Verificar la existencia de 
casos en los que se haya aplicado el principio de oportunidad en el delito de minería ilegal, así como 
recabar información mediante encuestas sobre este tema. 
Según el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2014), conceptualiza al principio de oportunidad 
como la herramienta de negociación y de solución alternativa al conflicto penal previo acuerdo entre 
el agraviado e imputado sobre la reparación civil, con la intervención del representante del ministerio 
público, posibilitando que una vez cancelada total o parcialmente la reparación, el imputado se 
beneficie con la abstención del ejercicio de la acción penal en su contra. 
El Ministerio Público, de oficio o a pedido del imputado y con su consentimiento, podrá abstenerse de 
ejercitar la acción penal en cualquiera de los casos estipulados en el Art. 2 del NCPP, siendo el 
relacionado a la investigación el siguiente: 
8. El Fiscal podrá también abstenerse de ejercer la acción penal, luego de la verificación 
correspondiente, en los casos en que el agente comprendido en la comisión de los delitos previstos 
en los artículos 307°-A, 307°-B, 307°-C, 307°-D y 307°-E del Código Penal, suspenda sus actividades 
ilícitas de modo voluntario, definitivo e indubitable, comunicando este hecho al Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental mediante instrumento de fecha cierta. Si la acción penal hubiera 




La Defensoría del Pueblo refiere que siendo las actividades mineras una fuente principal de 
crecimiento económico, también es una actividad que genera un mayor impacto negativo en el 
ambiente y su entorno. La minería ilegal no solo afecta al medio ambiente, también perjudica a la 
economía, a la sociedad y a la salud de las personas que la ejecutan. Esto se ve materializado en la 
deforestación de árboles, lagos y pantanos devastados, una flora y fauna destruida. La ingesta de 
pescado provoca que los pobladores se contaminen de mercurio a causa de las actividades mineras 
que se realiza de forma legal o ilegal. 
METODOLOGÍA 
 
-El tipo de investigación es de tipo no participativa ya que se va a presentar una mayor objetividad 
con lo estudiado, observando su estado natural sin alterar su naturaleza. 
-El enfoque cualitativo de una investigación está orientado a comprender los fenómenos, 
investigándolos desde la óptica de los que la integran, en un contexto real. 
-El diseño de la investigación será la Teoría Fundamentada ya que busca que generar teoría a un nivel 
conceptual de una acción, interacción o área específica; de la cual surgen de los datos obtenidos en la 
investigación y no en los estudios previos. 
-La presente investigación tuvo como escenario de estudio la Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental del Distrito Fiscal del Santa. 
-Otro escenario de estudio fueron las carpetas fiscales que comprenden de los años 2016 al 2018 las 
cuales se aplicó el Principio de Oportunidad en el delito de Minería Ilegal. 
-Se contó con la participación de tres (03) fiscales especializados en Materia Ambiental. 
El procedimiento para obtener la información y datos de la investigación se desarrolló en primer 
lugar, sometiendo el instrumento a juicio de experto para su posterior validación. Luego de ello, se 
aplicaron las entrevistas a los participantes, quienes brindaron los datos necesarios para lograr los 
objetivos. Finalmente se analizaron los datos y se obtuvieron los resultados necesarios para concluir 
la investigación. 
La presente investigación se llevó a cabo mediante el método hermenéutico, por el cual se interpretó 
a través de las entrevistas que se aplicaron a los participantes y el método inductivo, el cual va a 
obtener conclusiones generales a partir de hechos particulares. 
La propuesta de investigación debe describir las estrategias para mantener la confidencialidad de los 







El Ministerio Público ha llegado a la conclusión de que existe un gran aumento de éstas actividades 
mineras ilegales en nuestro distrito fiscal lo cual no está siendo fiscalizado de forma correcta. 
Asimismo, se pudo notar en la entrevista que la mayoría los representantes de dicha entidad han 
indicado que si han aplicado el principio de oportunidad en el delito de minería ilegal ya sea tanto en 
la etapa de las investigaciones preliminares como en la etapa de investigación preparatoria. 
Al referirnos respecto a que criterios utilizan para aplicar dicho principio indicaron los entrevistados 
que para ello se debe tomar en cuenta los requisitos fundamentales que están estipulados en la ley y 
el Código, siendo que lo que se busque es resarcir el daño lo cual es casi imposible y que lo primordial 
es el cumplimiento del pago de la reparación civil para que se haga efectivo la aplicación del principio 
de oportunidad. 
Estando a ello, al referirnos sobre la opinión de si debería aplicarse el principio de oportunidad en el 
delito de minería ilegal siendo que la mayoría de los entrevistado afirman que no debería aplicarse ya 
que sus consecuencias resultan ser nocivas para el medio ambiente, y siendo ello muy aparte, causa 
daños en los elementos biológicos del ecosistema y atenta contra la salud pública, el uso de los 
explosivos y todo tipo de maquinaria infringe la ley siendo que para ello el Estado ha proporcionado 
facilidades tales como la inscripción en el Registro Integral de Formalización Minera cumpliendo 
ciertos requisitos; sin embargo, a pesar de ello existen personas que no han comprendido el daño que 
causan y siguen realizando este tipo de actividades, ocasionando entre otros conflictos sociales entre 
la población y el Estado, que a opiniones de los entrevistado brinda cierta protección a estos sujetos 




El principio de oportunidad es un mecanismo adecuado para la resolución de conflictos en los que 
acordando entre la parte agraviada y la parte imputada sobre la forma de resarcir el daño ocasionado 
por éste con la participación del Representante del Ministerio Público, dicho instrumento 
corresponde a la política criminal del Sistema Jurídico del Estado, buscando la decisión de procesar 
penalmente a las personas que han cometido una ilícito de baja lesividad por conveniencia general, 
confiando su aplicación exclusivamente en la etapa preliminar a manos de la Fiscalía sin intervención 
alguna de los jueces y que su inadecuada utilización supondría ante todo una responsabilidad de tipo 




Con el nacimiento del Decreto Legislativo N° 1102, en el cual se dispuso la incorporación del delito de 
minería ilegal dentro de nuestro Código Penal debido que, hasta ese entonces las normas que 
regulaban esa forma de criminalidad eran ineficaces. Sin embargo, el citado dispositivo legal 
incorporó el numeral 8 en el Artículo 2° del CPP y con ello la posibilidad de aplicar el principio de 
oportunidad también en el delito de minería ilegal. El delito de minería ilegal no solo constituye un 
ilícito que afecta gravemente el interés público, sino que además está asociado a otras actividades 
criminales como el lavado de activos, narcotráfico, trata de personas, entre otros delitos de 
criminalidad organizada.  
En los resultados obtenidos de la entrevista, con relación a que criterios utilizan para aplicar el 
principio de oportunidad en el delito de minería ilegal, se concluyó según la primera posición del 
primer entrevistado que son los que se encuentran estipulados en el Código Procesal Penal y otros 
criterios fundamentales tales como la autorización de la entidad ambiental competente, en ese caso 
la Fiscalía tiene el deber de probar si dicha actividad genera un daño al ambiente o existe alteración, 
por ejemplo si es minero artesanal tienen que trabajar con la norma que lo autoriza no con otro tipo 
de maquinaria, por que existiría alteración del suelo con la construcción de socavones, en ese sentido 
viendo que la conducta se adecua al tipo penal de minería, recurrimos al artículo 2 del Código 
Procesal Penal inciso 8 donde indica que el fiscal podrá abstenerse de ejercer la acción penal; siendo 
que la persona que ha cometido la acción  suspenda de forma definitiva sus actividades y presente 
una declaración jurada ante el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental, teniendo en cuenta 
que la reparación civil debe resarcir el daño ambiental. 
Tenemos la opinión de la profesora Herrera Guerrero, quien señala que los delitos leves, el acuerdo 
entre víctima y autor debe satisfacer la finalidad de la pena y no perjudicarla, pero si se trata de 
delitos graves, la existencia de una negociación no cumple con las exigencias de la prevención general. 
Avalos, C. (2014) hace un análisis muy interesante al referir que “entendemos que para ejercer dicha 
discrecionalidad el representante del Ministerio Publico tendrá que realizar un análisis respecto de la 
pertinencia de la renuncia a la persecución penal para el caso concreto, en lo que tendrá un rol 
determinante el logro de los fines perseguidos por el Decreto Legislativo N° 1102, de tal modo que si 
la renuncia no contribuyera realmente al logro de esos fines no cabra la misma” 
Por lo obtenido por la totalidad de los representantes de la Fiscalía Especializada en Materia 




de minería ilegal los criterios que se utiliza son aquellos que resulten más beneficiosos para resarcir el 
daño que se haya ocasionado en su mayoría resulta decir que es el pago de una reparación civil y el 
cese de forma definitiva las actividades mineras ilegales. 
Entorno a los resultados obtenidos de la entrevista aplicada sobre cuál era la finalidad del principio de 
oportunidad, en la primera posición tenemos que se aplica en delitos que no superen  la pena como 
por ejemplo alteración al paisaje y que el criterio que más se ha utilizado en el despacho son las 
terminaciones anticipadas.  
Como segunda posición tenemos que la finalidad es que cesen las actividades de forma inmediata y 
también evitar mayor carga procesal y gastos al Estado, porque se puede evitar un proceso amplio y 
largo, ya que en el principio de oportunidad las personas aceptan haber realizado la actividad y 
manifiestan su voluntad de no continuar con ello y por último en la tercera posición afirma que lo que 
se busca es agilizar el proceso, que se economice los recursos del Estado y sea resarcido el daño 
causado al ambiente aunque éste es claramente irreparable. 
Peña, A. (2012) ha manifestado que el principio de oportunidad solo puede aplicarse a delitos de 
bagatela, aquellos en que el desvalor sea de insignificancia y escaso interés. 
Así las cosas, según Nieva (2017) un proceso puede verse dominado por el principio de legalidad o 
principio de oportunidad. El principio de legalidad implica que el titular de la acción no tiene más 
remedio que ejercerla, porque una ley lo obliga a ello en el caso concreto. En cambio el principio de 
oportunidad permitiría un criterio libre al titular de dicha acción, considerando si es oportuno 
someter o no una pretensión a los órganos jurisdiccionales”. 
La minería ilegal no solo afecta al medio ambiente, también perjudica a la economía, a la sociedad y a 
la salud de las personas que la ejecutan. Esto se ve materializado en la deforestación de árboles, lagos 
y pantanos devastados, una flora y fauna destruida. La ingesta de pescado provoca que los pobladores 




Se determinó que a pesar de no haber un concenso en lo estipulado en nuestro Código Procesal Penal 
sobre la aplicación del Principio de Oportunidad, los representantes del Ministerio Público han optado 
por aplicar siguiendo ciertos criterios como una ventaja para la disminución de la carga procesal así 
como el resarcimiento oportuno de lo ocasionado; sin embargo, en su totalidad se refiere que no 
debería ser aplicable dicho principio ya que es un ilícito que genera daño al ambiente y a los 




Se logró estudiar la aplicación del principio de oportunidad en la Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental, a través de la entrevista sobre las etapas en las que se habría aplicado el Principio de 
Oportunidad, los criterios que utilizaron para su aplicación y sobre la finalidad de dicho principio en la 
aplicación del delito de minería ilegal, lo cual fue importante para lograr el presente objetivo. 
También se logró analizar el delito de minería ilegal dentro de la Fiscalía Especializada en Materia 
Ambiental, teniendo como resultado a través de la entrevista realizada a los representantes del 
Ministerio Público y  Guía de Análisis Documental sobre el panorama actual de las actividades 
mineras ilegal, la posibilidad que se merece aplicar dicho principio ya mencionado, la 
proporcionalidad de su aplicación y las consecuencias mínimas y graves ocasionadas por éstas 
actividades, que la minería en nuestro distrito fiscal ha ido en aumento no siendo fiscalizado 
correctamente por las autoridades competentes, que no es proporcional aplicar el principio de 
oportunidad al delito de minería ilegal siendo un ilícito que ocasiona graves daños y es pluriofensivo 
tanto que el merecimiento de una oportunidad no correspondería a su aplicación pero como una 
forma de resarcir el daño y agilizar el proceso es utilizado siempre que se haya cumplido con las 
normas de conducta y el pago de la reparación civil. 
Asimismo, recalcar que la presente logró aplicar instrumentos efectivos para determinar la existencia 
de casos en los que se haya aplicado principio de oportunidad en el delito de minería ilegal, de los 
cuáles se seleccionó dos Carpetas Fiscales correspondientes entre los años 2016 al 2018 y la 
entrevista a los 03 Fiscales pertenecientes a la Fiscalía Especializada en Materia Ambiental, quiénes 
tienen un amplio conocimiento en el tema de la Minería ilegal y siendo los operadores encargados de 
dirigir el proceso con el pleno conocimiento de las leyes que amparan a la protección del medio 
ambiente y la sociedad en su conjunto. 
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